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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (98)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
IND
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Concurrieron, además, el ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo 
Longueira Montes, y el ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.

-Por encontrarse en misión oficial no estuvieron presentes los diputados señores Fuad Chahín Fuenzalida, Manuel Monsalve Benavides y Marco Núñez Lozano.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 17.42 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El acta de la sesión 10ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 11ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

SALUDO A DELEGACIÓN DE PARLAMENTARIOS PERUANOS

El señor ELUCHANS (Presidente).- Saludo la presencia en la tribuna de honor de los miembros de la Comisión de Educación, Juventud y Deporte del Congreso de la República del Perú, encabezados por su Presidente, el honorable congresista Daniel Mora Zeballos.

Sean todos bienvenidos a la Cámara de Diputados.

(Aplausos)

A continuación, el señor Secretario va a dar lectura a un saludo que se nos han hecho llegar.

El señor LANDEROS (Secretario).- “El Congreso de la República del Perú aprueba el siguiente acuerdo:

1. Saludar la iniciativa y el espíritu integracionista de las Comisiones de Educación, Deportes y Recreación de la honorable Cámara de Diputados de Chile y de Educación, Juventud y Deporte del Congreso de la República del Perú, por la decisión de realizar una sesión conjunta entre el 15 y el 17 de abril de 2013, en las ciudades de Santiago y Valparaíso, República de Chile, haciendo votos porque el Altísimo, así como el espíritu integrador y libertario del libertador de Chile y del Perú, Bernardo O’Higgins, nos una en el noble propósito de hacer más grande a nuestras naciones, a través del desarrollo de la educación, espíritu y voluntad que también acompaña el Pleno del Congreso de la República del Perú.

2. Extender el presente saludo al señor Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la honorable Cámara de Diputados del Congreso de Chile; al diputado señor Nicolás Monckeberg Díaz; al diputado Romilio Gutiérrez Pino, Presidente de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados de Chile y, por su intermedio, al señor Presidente Constitucional de la República de Chile, y a senadores y diputados, que representan al pueblo chileno, con motivo de tan importante reunión que se llevará a cabo los días 15, 16 y 17 de abril de 2013, en las ciudades de Santiago y Valparaíso, Republica de Chile.

Víctor Isla Rojas, Presidente del Congreso de la República del Perú.”.

-Aplausos.

-o-

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero saber si las comisiones están autorizadas para sesionar simultáneamente con la Sala.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, las comisiones no están autorizadas para sesionar, a menos que los proyectos que deban tratar tengan urgencia calificada de “suma” o de “discusión inmediata.”

V. TABLA

PERFECCIONAMIENTO DE DISPOSICIONES INTRODUCIDAS POR LA
LEY N° 20.568, SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA Y MODERNIZACIÓN DEL
SISTEMA DE VOTACIONES 

(Observaciones del Presidente de la República)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar las observaciones formuladas por su excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones.

Diputado informante de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización es el señor Germán Becker. 

Antecedentes:

-Oficio de S. E. el Presidente de la República, boletín N° 8819-06, sesión 15ª de la presente legislatura, en martes 16 de abril de 2013. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Certificado de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, boletín 8819-06. Documentos de la Cuenta N° 6 de este Boletín de Sesiones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor BECKER (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, paso a informar sobre la observación que con fecha 15 de abril del año en curso, formuló el Presidente de la República al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones, cuya urgencia ha sido calificada de “discusión inmediata” para este trámite.

La Comisión contó con la asistencia y participación del ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; de la asesora legislativa de la Segpres, señorita Ana María Muñoz, y del asesor de dicha cartera, señor Claudio Radonich.

La observación del Ejecutivo tiene por propósito eliminar del texto aprobado por el Congreso Nacional el numeral 3) del artículo 2º, disposición que tuvo su origen en el Senado, en una indicación presentada por el senador José Antonio Gómez, que propone modificar el artículo 31 de la ley N° 18.700, en términos de introducir en su inciso primero una frase que hace obligatorio para los canales de televisión de libre recepción, en el caso de primarias presidenciales, destinar en forma gratuita, diariamente, un espacio para propaganda electoral en la forma que indica.

Su excelencia el Presidente de la República vetó tal disposición basado principalmente en dos razones:

1. La indicación del senador Gómez podría ser objetada por inconstitucionalidad por el Tribunal Constitucional, por estimarla de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

2. Existen dos inconsistencias en la norma que se observan: primero, la duración de la franja propuesta, toda vez que la extiende hasta el día anterior a la elección, en tanto que la normativa vigente para las elecciones generales dispone que la duración sea hasta el tercer día anterior a su realización; segundo, la indicación del senador Gómez hace exigible transmitir dos minutos por precandidato presidencial, sin fijar un límite de tiempo. De esa forma, podría darse el supuesto de que fueran muchos los participantes en la primaria, lo que provocaría que la franja se extendiera ilimitadamente. Incluso, podría haber precandidatos que se inscribieran y que después cedieran la franja electoral a otro precandidato.

Por las razones expuestas, y dado que el Ejecutivo estima necesario que exista una franja electoral para las primarias, el ministro señor Larroulet se comprometió a presentar, a más tardar mañana, un proyecto de ley, con urgencia calificada de “suma”, que regulará debidamente la existencia de una franja electoral televisiva para las primarias presidenciales, con tiempo limitado y sin contravenir la normativa vigente.

Además, el ministro explicó que si se rechaza este veto, el Tribunal Constitucional probablemente declarará inconstitucional la norma, con lo cual no habría franja electoral.

Ante la consulta del diputado Auth sobre por qué no se efectuaba la modificación mediante un veto sustitutivo, se explicó que los plazos no permitían hacerlo de esa forma, pues debemos tener dictada la ley antes del 1 de mayo. Si el Ejecutivo enviaba un veto sustitutivo, era probable que su discusión se extendiera más allá de dicha fecha. Sin embargo, con el nuevo proyecto de ley que mañana enviará al Congreso Nacional el Presidente de la República, tenemos un mayor plazo para introducir esa modificación -reitero que la futura ley en discusión tiene que estar dictada antes del 1 de mayo- hasta el 7 de junio, aproximadamente, dado que la franja electoral tendría que empezar en esa fecha. 

Entonces, por un problema de plazos, no es posible presentar un veto sustitutivo, sino que tiene que ser un veto supresivo, y se debe enviar a tramitación al Congreso Nacional un proyecto de ley que esté listo antes del 7 de junio.

Ante todas estas explicaciones, la Comisión, por la unanimidad de los diputados presentes, acordó aprobar la observación formulada por el Presidente de la República. Votaron los diputados señores Auth, don Pepe; Becker, don Germán; Browne, don Pedro; Cerda, don Eduardo; Farías, don Ramón, y Ojeda, don Sergio, todos quienes recomendaron aprobar la observación formulada por su excelencia el Presidente de la República.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En discusión.

Tiene la palabra el ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.

El señor LARROULET (ministro secretario general de la Presidencia).- Señor Presidente, sin lugar a dudas, estamos frente a un proyecto de mucha trascendencia. 

Como ha dicho el diputado informante, en el texto de perfeccionamiento de la legislación electoral y de primarias se aprobó una norma que contiene graves deficiencias. Ella significa una discriminación en relación con la normativa en materia de franja electoral para la elección presidencial definitiva, porque establece un número mínimo de minutos por candidato, dado lo cual es posible que el día de mañana, dependiendo del número de candidatos, el tiempo destinado a una franja electoral para una campaña de primarias sea superior al tiempo destinado a la franja televisiva de una elección presidencial definitiva.

En segundo lugar, la normativa también contiene otro problema grave, ya que establece un período de duración de la franja electoral que va más allá del tiempo que la legislación electoral establece para las actividades de publicidad en esta materia. Me explico. De acuerdo con la tradición y la institucionalidad del país, tres días antes de la elección definitiva se acaba la publicidad de cada una de las candidaturas para proceder a entregar al ciudadano el tiempo necesario para que reflexione y tome su decisión en materia de la manifestación de voto. Ocurre que la norma que se aprobó en el proyecto en discusión olvida eso y permite que exista franja electoral hasta la noche anterior al proceso electoral.

Esas y otras materias nos han llevado, como Ejecutivo, a proponer a la Cámara de Diputados un veto supresivo, y a perfeccionar la normativa en materia de franja electoral para primarias mediante otra iniciativa de ley que corrija dichos problemas.

En la Comisión de Gobierno Interior, donde analizamos el texto hace pocas horas, hubo unanimidad para aprobar este veto. Al respecto, en dicha instancia di a conocer el compromiso personal de este ministro, en el sentido de ingresar, a más tardar el día de mañana, un proyecto de ley que establezca una normativa permanente en esta materia.

Quiero informar a la Sala que, honrando ese compromiso, durante esta sesión el Poder Ejecutivo ya ingresó el proyecto respectivo, que corrige los problemas que mencioné.

En él se establece una franja electoral para las primarias de un tiempo de quince minutos, por un período de veinte días, franja que terminará tres días antes de la elección, en concordancia con lo que establece la legislación vigente.

Por lo tanto, queremos tramitar ese proyecto como corresponde y con la urgencia que se requiere, de manera de contar con una norma legal que establezca una franja electoral para las elecciones primarias.

Por eso, esperamos confiados la aprobación, hoy, de este importante texto por esta honorable Cámara. 

Quiero recordar algo que ya dije en la sesión pasada o en anteriores sesiones. Me refiero a que la necesidad de ingresar con un veto supresivo está en la urgencia de llevar esta semana al Tribunal Constitucional la iniciativa sobre perfeccionamiento de la legislación de primarias, dado que los partidos políticos o los pactos deben inscribir a sus candidatos, a más tardar, el último día de abril, y el Tribunal Constitucional tiene que revisar esa normativa.

Esa es la razón por la cual es urgente aprobar este veto, de manera de poder ingresar formalmente al Tribunal Constitucional el texto definitivo de las normas aprobadas la semana pasada, sobre elecciones primarias.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eduardo Cerda.

El señor CERDA.- Señor Presidente, quiero explicar bien a la Sala lo que aprobamos en la Comisión de Gobierno Interior. En un comienzo, los diputados de esta bancada habíamos acordado rechazar el veto, porque para nosotros es fundamental que exista una franja electoral para las elecciones primarias.

Sobre esa base, en la reunión con el ministro Larroulet le señalamos la necesidad de que exista franja electoral en las próximas primarias. Agregamos que hubo un error del Gobierno, porque en lugar de mandar un veto supresivo debió haber enviado un veto sustitutivo, sobre la base del proyecto que ingresó hoy el Gobierno.

Creo que todos los diputados aquí presentes queremos que existan primarias con franja electoral. No obstante, si no despachamos este proyecto de aquí al jueves, no habrá primarias, porque la iniciativa tiene que ir al Tribunal Constitucional. Al respecto, cabe recordar que si dicho órgano determina que la indicación del senador José Antonio Gómez es inconstitucional, las primarias se realizarán sin franja electoral.

Por eso, obtuvimos del Gobierno la presentación inmediata del proyecto a que hizo mención el ministro Larroulet, que, con la firma del Presidente de la República, obvia cualquier objeción respecto de su constitucionalidad. Sobre el particular, anuncio que apoyaremos dicho proyecto del Ejecutivo, siempre que su contenido sea similar a lo que existe en materia de franjas electorales.

Además, quiero dejar constancia de que los diputados de Oposición presentes en la Comisión aceptamos aprobar el veto y de que los diputados de Renovación Nacional se comprometieron a aprobar el proyecto que enviaría el Ejecutivo. De manera que, sin entrar en discusiones previas, lo que hicimos en la Comisión de Gobierno Interior fue aprobar el veto en forma unánime, con la condición de que el Presidente de la República enviara un proyecto de ley que autorizara una franja electoral televisiva para las primarias presidenciales, en la misma forma en que existen actualmente para las elecciones generales. Con ello, logramos que para las primarias presidenciales a efectuarse el 30 de junio exista una franja electoral de 15 minutos, distribuida entre los candidatos que participen en las mismas.

Se optó por 15 minutos porque, si no establecemos un tiempo acotado, en las elecciones primarias podrían presentarse diez o veinte candidatos a la Presidencia de la República, solo con el objeto de aparecer uno o dos minutos en televisión durante veinte días previos a la elección general. Por eso, llegamos a este acuerdo y, por lo mismo, voy a votar a favor el veto, tal como lo haremos con el proyecto mencionado. 

Quiero aclarar también que en la Comisión solicité que el proyecto ingresado por el Ejecutivo fuera calificado con urgencia de “discusión inmediata”; pero como el Senado está tratando la acusación constitucional en contra del ministro de Educación y la próxima semana es distrital, no sería posible tramitarlo dentro del plazo reglamentario. Por lo tanto, aceptamos que fuera calificado con “suma” urgencia, para que pueda ser despachado la primera semana de mayo. Así, aseguraremos a los candidatos a Presidente de la República que podrán hacer uso de la franja electoral televisiva y exponer sus ideas al país durante un período de veinte días. Ahora bien, como los candidatos son seis, en lugar de dos minutos, cada uno dispondrá de dos minutos y medio. Con esto se logra lo que plantearon, inicialmente, el diputado Rincón, en representación de la Democracia Cristiana, y el senador José Antonio Gómez, mediante una indicación al proyecto. 

Tengo en mis manos el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo, iniciativa que algunos parlamentarios pusieron en duda. Por eso, quiero destacar que el ministro cumplió su compromiso; el proyecto acaba de ingresar a la Oficina de Partes de la Cámara, con la firma del Presidente de la República y con calificación de “suma” urgencia. 

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth. 

El señor AUTH.- Señor Presidente, en el debate previo a la aprobación del proyecto de ley sobre primarias en la Comisión de Gobierno Interior, los diputados opositores planteamos la necesidad de establecer una franja electoral televisiva para las primarias.

Algunos parlamentarios de la Alianza arguyeron que eso era un castigo para los candidatos que no participarán en las primarias. La verdad es que se trata, más bien, de un incentivo, de un premio para los partidos o pactos que deciden elegir a sus candidatos presidenciales de cara a la ciudadanía. Siempre que se dicta una ley de esta naturaleza se hace pensando en que el hecho de que los partidos y los bloques elijan a sus candidatos mediante primarias es mejor que hacerlo en la soledad de un colectivo, de su comité central o de su comisión política. 

En primer lugar, es perfectamente legítimo y razonable establecer incentivos para que los candidatos participen en las primarias. Pues bien, uno de los principales incentivos es, precisamente, la franja electoral televisiva, porque los partidos que elijan a sus candidatos en primarias tendrán derecho a usarla, pero no podrán hacerlo los que no usen este mecanismo.

En segundo lugar, toda la arquitectura del proyecto de ley sobre primarias apunta a que sean una especie de hito en el itinerario electoral de Chile, toda vez que se realizan en los mismos locales en que se llevan a cabo las elecciones generales. Si en este caso se moviliza el Servel y se aplica la Ley Electoral, ¿por qué estas similitudes no han de completarse con una franja electoral televisiva que genere un clima electoral que asegure la máxima participación ciudadana posible?

Quiero recordar que el Ejecutivo rechazó nuestra proposición porque era inconstitucional, y que también se rechazó en esta Sala. En el Senado, una gran mayoría parlamentaria, de todos los sectores políticos, aprobó una indicación del senador José Antonio Gómez, que apuntaba a la creación de una franja electoral televisiva para las primarias. El problema que se presentó con la indicación -por eso tenemos que aprobar su supresión- es que era inconstitucional. Primero, por una cuestión de forma. La franja electoral termina en vísperas de las elecciones generales, en circunstancias de que la Ley Electoral dispone que debe terminar con mucha anterioridad y, por lo tanto, estaríamos infringiéndola con la realización de la franja. Segundo, porque establece dos minutos por candidato, sin importar cuántos sean los candidatos de cada pacto o partido y cuántas sean las primarias que se realizarán. De manera que si hubiera varias primarias y candidatos, se requerirían horas de horas. Por eso, es razonable, al igual que en las elecciones generales, establecer un tiempo fijo, distribuido equitativamente entre cada uno de los partidos o bloques políticos que celebren primarias.

En consecuencia, felicito al ministro secretario general de la Presidencia porque el Gobierno cambió de opinión y se allanó a la idea de que exista una franja electoral televisiva para las primarias. De hecho, acaba de ingresar a la Cámara un proyecto de ley sobre la materia, que aprobaremos después de la semana distrital, me imagino que por gran mayoría. De esa forma tendremos primarias presidenciales con franja electoral. Pero quienes deseamos que ésta exista, deberemos votar a favor este veto y, después, dar una tramitación lo más rápida posible al proyecto de ley que establece una franja electoral televisiva de quince minutos, distribuidos equitativamente entre todos los pactos que someterán a la decisión de los votantes la elección de sus candidatos. Esto es fundamental para estas primarias y, también, para las sucesivas, porque el proyecto establece que las primarias presidenciales son un hito del itinerario electoral chileno, con todas las de la ley, incluida la franja electoral. 

Asimismo, felicito a los parlamentarios de la Alianza, que en principio se opusieron a esta idea, por haber comprendido que para incentivar la participación y convertir las primarias en un debate nacional, es indispensable que exista una franja electoral obligatoria.

Cuando leí en la prensa que se enviaría un veto, tuve el pálpito de que solo tendría por objeto suprimir la franja electoral, en respuesta a la petición de la Asociación Nacional de Televisión (Anatel) que considera una carga insostenible esta simple idea de establecer algunos minutos de educación cívica y de promoción democrática. A mi juicio, es una carga indispensable en una televisión marcada por la farándula y la superficialidad. Lo cierto es que, toda vez que ocupan concesiones de carácter público, el país les puede exigir a los canales de televisión que, dentro de las 24 horas de transmisión televisiva, destinen unos minutos a nuestra democracia, a la educación cívica y al debate de ideas. Por esa razón, naturalmente, vamos a votar a favor del veto, considerando no sólo el compromiso de la presentación del proyecto, sino también aquel que estableció el ministro ante los miembros de la Comisión de Gobierno Interior de que el Gobierno respalda la existencia de una franja televisiva obligatoria en las primarias presidenciales de aquí en adelante, lo cual aprobamos de manera unánime.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, me uno al saludo a nuestros colegas de la hermana República del Perú que nos acompañan en las tribunas.

En cuanto al proyecto en discusión, lamento tener que disentir de los colegas que me han precedido en el uso de la palabra, diputados Eduardo Cerda y Pepe Auth. A diferencia de ellos, voy a votar en contra de este veto supresivo enviado por el Presidente de la República.

Lejos de felicitar al Gobierno, como lo han hecho quienes me han antecedido en el uso de la palabra, reprocho su actitud constante en relación con este proyecto, pues tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado ha demostrado que nunca ha creído en la posibilidad de establecer una franja de televisión gratuita en las elecciones primarias.

Intentamos hacerlo en el primer trámite constitucional, con indicaciones que presentó nuestro jefe de bancada, diputado Ricardo Rincón; luego, en el Senado se logró incorporar una indicación del senador José Antonio Gómez para establecer la franja electoral gratuita en televisión.

¿Qué ocurrió? Digamos las cosas como son: este es un veto supresivo del Presidente de la República redactado a la medida de Anatel. A mi juicio, resulta vergonzoso que la directiva de Anatel haya concurrido al Palacio de La Moneda a pedirle al Presidente de la República que presentara este veto. El Primer Mandatario actuó a pedido de Anatel, enviando un veto hecho a la medida de los canales de televisión, los cuales, a pesar de tener una concesión gratuita, se niegan a defender el interés público de que los chilenos, en elecciones primarias reguladas por ley, puedan informarse respecto de los candidatos de cada uno de los pactos. Los mismos canales de televisión que se dedican todos los días a pasar horas y horas de programas de farándula, con cero contenido, hacen un escándalo por destinar veinte minutos para fortalecer la democracia en nuestro país treinta días antes de las elecciones. ¡Eso es inaceptable!

Por su intermedio, señor Presidente, invito a todos los colegas a que por favor lean los fundamentos de este veto enviado por el Presidente de la República. Lo que hoy estamos votando no es el proyecto de ley que anuncia el ministro Larroulet, sino un veto que elimina la posibilidad de tener esta franja televisiva gratuita.

¿Cuáles son los fundamentos del veto? En primer lugar señala que las elecciones primarias tienen por objeto la nominación de candidatos de partidos o pactos para que los representen en las elecciones generales; en cambio, en estas últimas los votantes deciden quiénes los representarán en la toma de decisiones públicas. El segundo fundamento se apoya en que las primarias son actos electorales voluntarios, por esencia, no correspondiendo, en consecuencia, a procesos generales como los ya señalados.

Por lo tanto, de acuerdo a estos argumentos, el Gobierno no cree en la franja de televisión gratuita y así lo expresa en este veto.

Me alegro que se haya generado un acuerdo con el Gobierno para que enviara el proyecto de ley de elecciones primarias. Felicito a los diputados que lo lograron, pero digamos las cosas por su nombre: ese proyecto podría haber estado incorporado en este mismo veto bajo la figura de un veto sustitutivo. De haber sido así podríamos haber aprobado las elecciones primarias de la forma que lo quiere el Gobierno. A lo mejor, ello requería un quorum distinto, pero si es que todos, de verdad, estamos de acuerdo con el principio de tener una franja de televisión gratuita para las elecciones primarias, no me cabe duda de que se habría alcanzado. Con todo, y de la lectura de los fundamentos del veto, parece que el propio Gobierno no comparte esa idea.

Por otra parte, el Gobierno perfectamente podría haber calificado el proyecto con discusión inmediata. Se nos dice que la próxima semana es distrital. Bueno, en ese caso, podríamos haber aprobado el proyecto el viernes si es que el Senado examina mañana la acusación constitucional. ¡Y por supuesto que estamos disponibles a venir el viernes para aprobar el veto! Nadie quiere que la ley corra el riesgo de que el Tribunal Constitucional no la apruebe y no se pueda promulgar. 

Por un tema de convicción, de consistencia, voy a votar en contra de este veto y espero que el Gobierno, de una vez por todas, haga las cosas bien.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, estoy de acuerdo en muchos de los temas planteados por el diputado Walker, en particular en cuanto a que no se ha querido legislar respecto, en primer lugar, de las elecciones primarias y, luego, sobre la franja televisiva. Ha habido una presión muy fuerte por parte de Anatel para que no se materialice esta franja. 

Se ha argumentado que destinar quince minutos para la franja electoral provocaría pérdidas económicas grandiosas a los canales de televisión. Me parece que Anatel tiene que entender que la concesión, que le otorgó en forma gratuita el Estado, es de todos los chilenos, dado lo cual, lo que menos podría hacer un canal de televisión es transmitir espacios con contenidos sociales. Entregar 15 minutos para una franja cuyo objetivo es enseñar, informar, orientar a la gente respecto de una elección, de algo tan importante como es definir a los candidatos a la presidencia de la República, al Parlamento, a las alcaldías, etcétera, no es una pérdida económica para los canales de televisión. Si pierden 15 minutos, ¿con cargo a qué lo harán? ¿A la farándula? ¿A esos noticiarios que hoy se extienden por una hora y media y que rellenan con todo tipo de informaciones que realmente no son noticia? ¿Eso es lo que perderá Anatel?

Creo que 15 minutos, o 20 minutos, o 30 minutos de franja televisiva no le hacen mayor daño a la televisión chilena. Al contrario, esto le hace muy bien al país, porque entrega información y orientación a los ciudadanos y ciudadanas, para que aclaren su opción política respecto de quienes dirigirán el país.

Mi posición era votar en contra del veto del Ejecutivo, pero luego de escuchar los argumentos dados en la sesión de la comisión técnica celebrada hace un par de horas, me convencí de que es correcto. Quiero confiar en el ministro Larroulet, quien dijo, al comienzo de esta sesión, que el proyecto que establece la transmisión de una franja electoral televisiva ya ingresó y que, por lo tanto, mañana figurará en la Cuenta. Además, entiendo que se calificará la iniciativa con urgencia suma, lo cual significa que el próximo martes -así lo espero- figurará en la Tabla de la Comisión de Gobierno Interior, a fin de tratarlo y votarlo, cosa de echarlo a andar de una vez por todas. Estamos todos de acuerdo en ello, por cuanto tampoco queremos que se “caiga” la ley de primarias. Recordemos que esto también tiene que ir al Tribunal Constitucional. Por sobre todas las cosas quiero que las primarias se lleven a efecto, deseo de la mayoría de los presentes.

Llamo a mis colegas a votar favorablemente el veto, sobre todo en consideración a que el ministro ha empeñado su palabra respecto de que ya ingresó, con urgencia suma, un proyecto de ley sobre esta materia en los términos en que nos fue expuesto; vale decir, que se dispondrán de 15 minutos en total para las candidaturas, por 20 días, de modo de no vulnerar la ley vigente.

También, hago un llamado a Anatel para que entienda que su labor también debe ser social, pues es importante que devuelva a la sociedad algo que se le concede gratuitamente. No es tan terrible restarle 15 minutos a un noticiero que, a veces, no sirve para nada, que solo transmite noticias relacionadas con hechos de sangre, sensacionalistas, o de farándula. Quince minutos de franja electoral no le hará mal al país; por el contrario, le va a hacer muy bien, porque servirá para que la gente se oriente y sepa exactamente como votar en las próximas elecciones.

Por último, anuncio que votaré favorablemente el veto.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, la verdad es que resulta incomprensible -seré muy directo- el comportamiento del Presidente de la República: firma un veto con una argumentación y, algunas horas después, firma un proyecto de ley con una explicación que dice exactamente lo contrario. No sé quién presenta esos documentos a la firma del Presidente de la República.

Cuando se leen los fundamentos del veto se puede comprobar que nada de lo que han dicho aquí tanto el diputado informante como el propio ministro Larroulet dice relación con lo que hemos tenido a la vista en la lectura del veto del Presidente de la República.

Simplemente, quiero dejar constancia, para la historia de este veto, que, tal como se nos señala en el certificado de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, el Presidente de la República veta la disposición basado, principalmente, en: “1) Que las elecciones primarias tienen por objeto la nominación de candidatos de partidos o pactos para que los representen en las elecciones generales; en cambio, en estas últimas, los votantes deciden quiénes los representarán en la toma de decisiones públicas.”.

No veo qué tiene de especial esta argumentación para fundamentar el veto. Además, me llama la atención que este razonamiento aparezca en la argumentación del nuevo proyecto de ley, pero en sentido exactamente contrario.

La segunda razón entregada por el Presidente de la República en su veto dice, textualmente, lo siguiente: “2) Que la transmisión gratuita de propaganda electoral resulta fundamental para los procesos electorales (de Presidente y parlamentarias), en atención a que se funda en un motivo de interés general. Por su parte, las primarias son actos electorales voluntarios, por esencia, no correspondiendo, en consecuencia, a procesos generales como los ya señalados.”.

El proyecto de ley que ha enviado el Ejecutivo argumenta en la dirección absolutamente contraria a este punto.

Comparto el razonamiento que aquí nos ha entregado el diputado Walker. Efectivamente, el Ejecutivo no ha tenido una conducción clara respecto a este tema. Debo hacer presente que el Ejecutivo juega con nuestro Parlamento, porque, para ser aprobado, el veto requiere cuatro séptimos de los diputados en ejercicio. En consecuencia, por todas estas contradicciones y por el tenor del argumento, que no compartimos, algunos parlamentarios vemos con reticencia votar a favor de este veto. Quien habla, al menos, no comparte el razonamiento que sustenta el veto enviado por el Presidente de la República. 

Me cuesta aceptar que el Ejecutivo, a última hora, traiga un proyecto de ley y se lo entregue a dos o tres parlamentarios para que nos convenzan de que refleja exactamente lo que pensábamos; me parece que constituye un hecho extraordinariamente poco serio. 

Muchas veces nos lamentamos ante la opinión pública por el descrédito en que caemos los parlamentarios, producto de nuestros propios errores. En este caso, el Ejecutivo no ayuda, en absoluto, a la expresión de lo que debe ser un comportamiento digno de parte de los parlamentarios.

Al menos yo no estoy dispuesto a este juego de última hora, en que el Gobierno, sistemáticamente, en lugar de dialogar abiertamente con la Oposición respecto de estos temas, opta siempre por buscar el apoyo de uno, dos o tres que puedan alterar los quorums y las mayorías en la Cámara de Diputados, con el resultado que hemos visto en las últimas semanas, que provocan un tremendo descrédito a la Cámara de Diputados.

Por lo anteriormente expuesto, anuncio mi abstención respecto del veto. Además, hago votos para que con el resto de mis colegas se alcancen los cuatro séptimos que se necesitan.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, quiero plantear una cuestión de Reglamento.

Sería conveniente que la Secretaría informara, porque hay dudas al respecto, sobre el 
quorum de votación que se requiere para aprobar o rechazar el veto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para que aclare la consulta, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LANDEROS (Secretario).- En la actualidad, existen 120 diputados en ejercicio y se requiere un quorum de 4/7 de ellos para aprobar la observación del Presidente de la República, es decir, de 69 votos a favor. 

Si no se obtiene ese quorum, se debe votar lo que la Constitución denomina insistencia, en cuyo caso, para aprobar el texto sancionado por el Congreso Nacional, se requiere de los 2/3 de los diputados presentes.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Y si hubiera una segunda votación de insistencia, y no se reuniera el quorum necesario, ¿qué sucede?

El señor LANDEROS (Secretario).- Se elimina del texto del proyecto la parte observada.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se entiende aprobada la eliminación propuesta por el veto.

El señor RINCÓN.- Exacto. 

Lo consulté para una mayor claridad de la Sala, porque había dudas y se requiere un 
quorum que no es habitual.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Su comentario ha sido muy oportuno, señor diputado. 

Puede continuar con el uso de la palabra.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, creo que habría sido más sencillo -a lo mejor, el ministro no lo va a hacer nunca- reconocer la voluntad general de la Cámara de Diputados y del Senado. Basta con revisar las votaciones. En este tema ni siquiera hubo mayor discrepancia, en que la Oposición abogara por una alternativa y los diputados oficialistas se opusieran. 

Presenté una indicación para retirar la excepción, porque el texto analizado en el primer trámite constitucional exceptuaba de la ley electoral el tema de la franja, que está en la ley correspondiente y, por lo tanto, rige en Chile sin cuestionamientos, sin que se considere como una carga para las empresas ni para los canales de televisión, toda vez que la concesión la otorga el Estado -y, por ende, todos los chilenos-; y siempre nos ha parecido adecuado que pueden asumir esta carga para difundir cívicamente la legítima contienda electoral presidencial. Pero acá se exceptuaba esa norma, que es propia de la ley electoral. Presentamos una indicación para que se cayera esa excepción, que contó con el apoyo de votos transversales. No fue un tema que generará conflicto entre diputados opositores y oficialistas. 

Y en el Senado ocurrió algo parecido, en que se presentó una indicación, porque ya no había norma. Y como no existía norma, se podía interpretar que no podía haber franja electoral. Se conseguía más o menos el mismo objetivo. Por eso, se presentó la indicación en el Senado. Y si se revisa la votación en la Cámara Alta, tampoco fue un tema que produjera mayores discrepancias entre senadores oficialistas y opositores. Transversalmente, los senadores de Gobierno y de Oposición aprueban esa indicación, la que, según entiendo, fue presentada -si me equivoco, la Mesa me puede corregir- por el senador Gómez, pero con apoyo transversal. 

Y así llega a la Sala en tercer trámite constitucional y, nuevamente, a todos nos pareció bien -es decir, no es un tema que genere controversia entre diputados de Gobierno y de Oposición. Todo lo contrario, que se mantenga este principio: si hay franja electoral en la elección general, al menos que exista esa franja electoral también en las primarias presidenciales.

¿Cómo no va a ser un tema de interés para una coalición o para los ciudadanos tener educación cívica, por conocimiento, por información, por interés en el debate de ideas y proyectos, a través del medio de comunicación que muchos consideran como el más masivo, aunque otros digan que es la radio? La televisión es seguida por muchos, y es importante facilitar ese espacio también para las primarias presidenciales. 

¿Qué quiero decir? Que hubiera sido mucho más sencillo que el Ejecutivo, desde un comienzo, se allanara al tema. Lo digo porque formó parte de las conversaciones con el ministro Larroulet. Cuando discutimos la ley de primarias, los Comités de todos los partidos conversamos sobre el tema. De hecho, el jefe de bancada que habla y otros jefes de Comités se lo planteamos al Ejecutivo. 

También nos referimos al financiamiento del transporte público, porque es importante dar facilidades a los ciudadanos para que accedan a los locales de votación, sobre todo en el contexto del voto voluntario. Y mientras más alejados o aislados son algunos sectores, mayor importancia tiene que el transporte público sea gratuito, para acercar a la gente a los locales de votación. 

Este tema podría haberse zanjado desde un comienzo. No estoy criticando por gusto, sino que simplemente estoy haciendo un racconto de una propuesta que -repito- no fue de la Oposición, porque tuvo un apoyo transversal. Tanto esta Cámara como el Senado estuvieron de acuerdo en tener franja electoral, pero el Ejecutivo, lamentablemente, no lo quiso.

Sería conveniente que el ministro, que participó de estas conversaciones y que ha seguido este proyecto de ley de primarias en cada una de sus instancias, ya sea en la Comisión o en la Sala, de la Cámara de Diputados y del Senado, lo reconozca. ¿Qué mejor para las bondades de la actividad pública y la política parlamentaria que se difundan los temas en que se ha alcanzado acuerdo entre el Gobierno y la Oposición, independientemente de quien sea gobierno u oposición, porque se trata de un tema del mayor interés para los ciudadanos? Simplemente, se ofrecía la posibilidad de que, sin pagar cable ni suscribir un contrato especial, se accediera a la franja electoral y al debate entre los distintos presidenciables solo con prender el televisor, no sólo respecto de la contienda electoral presidencial, sino también de las elecciones primarias que se establecen. No lo digo para defender las primarias, porque hemos tenido discusiones de fondo respecto de la evaluación de cuánto contribuyen al potenciamiento del sistema electoral. Pero si se está legislando sobre las primarias, entonces tratemos de organizar primarias que, al menos, entreguen información, convoquen, hagan participar a la gente y permitan el debate de ideas.

Lo lógico habría sido que el Ejecutivo se allanara a esa sana expresión de la voluntad popular, que era transversal, porque se tenía la convicción de que era lo más positivo, en beneficio del interés general por sobre el individual o particular de los parlamentarios. No hablo solo de esta Cámara, sino del Congreso Nacional. Y las votaciones lo refrendaron.

Sin embargo, no ha acontecido así, porque el Ejecutivo no lo ha querido. Me dicen -recojo el buen comentario que me da el diputado Becker, quien forma parte de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización y ha tratado estos temas, al igual que otros parlamentarios, como los diputados Ojeda y Cerda, quienes permanentemente abordan estas materias en la Comisión- que estamos generando un acuerdo. ¡Qué bien! ¡Más vale tarde que nunca! Debo refrendarlo, porque ha sido una opinión transversal.

Como dije, la franja permite la difusión de ideas, entregar información, el debate y la amistad cívica, a través de medios que llegan a todos, incluso a los más aislados, sin tener que pagar, porque son los canales de la televisión abierta. 

Sin embargo, el veto no es la mejor fórmula. En muchas bancadas, el debate se realizó sin el proyecto de ley. Digámoslo con claridad, para que no se preste para discusiones mezquinas entre nosotros -se lo digo al ministro Larroulet-: nuestra posición se planteó sin el proyecto de ley, que no se vio ayer ni hoy en la mañana; solo ocurrió cuando se trató en la sesión de la Comisión. 

¿Cómo vamos a aprobar un veto que no va en la línea de lo que ha planteado el Congreso Nacional de manera transversal? Entiendo que el proyecto ya ingresó, el cual, por lo tanto, expresa la voluntad del Ejecutivo. Aun así, hay parlamentarios -es importante que esto lo sepa la Mesa- que entienden que hay una contradicción entre el veto y el proyecto de ley, porque el veto dice una cosa y el proyecto de ley propone otra distinta. 

He pedido una precisión sobre la votación -sobre la que, en todo caso, tengo claridad, porque me he tenido que interiorizar a cabalidad sobre el tema, dada mi función de jefe de bancada- porque se trata de dos votaciones que requieren quorums diferentes. En definitiva, si ambas fracasan, igualmente se logrará el objetivo perseguido por el veto, porque se dará curso al proyecto y se conseguirá el objetivo de que haya franja electoral. 

Algunos diputados votarán en contra y otros se abstendrán. Lo estoy pidiendo públicamente, por cuanto se trata de un proyecto en tercer trámite legislativo, que ha sido objeto de un veto presidencial, en el que ha existido gran consenso.

Por lo tanto, no hagamos de esto un tema político que enfrente al Gobierno con la Oposición, porque finalmente la voluntad de todos, incluido el Ejecutivo, que se allanó y lo ha reconocido en la Sala, es que exista franja electoral. 

No se puede cuestionar a aquellos diputados que no votan a favor, por la contradicción de textos, porque siempre han querido lo mismo que la mayoría de la Cámara de Diputados y del Senado: que exista franja electoral de televisión. 

Me parece muy bien el proyecto de ley, que siempre hemos querido. Nos hubiera gustado que se hubiera propuesto desde un comienzo. 

Sería conveniente -se acostumbra entre caballeros- que el ministro reconociera que siempre se lo planteamos. Él sabe que se lo manifestamos, junto con el tema del transporte público gratuito, para acercar a la gente a los locales de votación. Reitero que es una buena práctica entre caballeros reconocer las cosas que otros plantean, aunque sean de Oposición. En este caso, la voluntad de ambas Cámaras fue la aprobación de la franja, en los tres trámites legislativos.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, la discusión de este proyecto se ha encaminado hacia una voluntad de consenso, en que todos los actores de esta Cámara desean establecer una franja electoral gratuita para las elecciones primarias. 

Durante mucho tiempo hemos discutido la necesidad de tener primarias efectivas y participativas, a las cuales puedan concurrir los ciudadanos en igualdad de condiciones. Hemos avanzado en ello y se han hecho modificaciones, sobre la marcha, para que se realicen primarias que correspondan al genuino interés de tener mayor participación.

Hoy, a través del veto, el Ejecutivo está solicitando una corrección, principalmente en cuanto a la gratuidad de la franja electoral, de manera que su revisión no sea objetada por el Tribunal Constitucional. 

Creo que de los argumentos, tanto a favor como en contra, se desprende nítidamente que lo que hoy hemos conseguido es establecer que la importancia de tener una franja electoral gratuita es fundamental para nuestra democracia y para que las primarias alcancen su objetivo. Si eso se ha facilitado producto de la opinión persistente de muchos de nuestros parlamentarios, lo que ha permitido convencer a todos, es necesario reconocer que es positivo el proyecto que el Ejecutivo ha ingresado en el último momento, que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales. 

Sin embargo, insisto -y es importante que quede consignado en la intervención del ministro- en la necesidad de darle urgencia al proyecto, de manera que salve el trámite de constitucionalidad del Tribunal Constitucional, pero también es importante que el Ejecutivo se comprometa a ello. En segundo lugar, considero que es un avance para establecer objetivamente que habrá franja electoral gratuita. No es posible que los canales de televisión, habiéndoseles entregado una concesión del Estado, establezcan dentro de su normativa, como muchas veces hemos escuchado, que no están dispuestos a transmitir algo tan necesario y relevante como la propaganda electoral.

He hecho la observación y será parte de la discusión, porque también es importante que dicha franja sea gratuita para los parlamentarios, para quienes aspiran y compiten democráticamente en elecciones de diputados y senadores, a fin de que se confronten las ideas regionales y las de los distintos actores. Es un avance que tengamos un debate presidencial, en el cual no me cabe duda de que se confrontarán ideas; esperamos que no haya objeciones respecto del formato que determinen los canales de televisión.

Por eso, valoro el envío del proyecto a la Cámara, el camino por el cual avanza y que la ley de elecciones primarias sea realidad, las cuales -reitero- deben ser participativas, abiertas y transmitirse a través de la televisión. Asimismo, damos fe de lo planteado por el ministro de que la ley saldrá adelante y que tendremos una franja de televisión gratuita.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Germán Becker.

El señor BECKER.- Señor Presidente, creo que las posiciones se han ido aclarando y todos estamos prácticamente de acuerdo con ello.

Concuerdo con varias cosas que dijo el diputado Matías Walker; sin embargo su discurso es en alguna medida extemporáneo, porque ya ingresó al Congreso Nacional un proyecto que permitirá que haya franja electoral en las primarias y que no tiene problemas de constitucionalidad, como los presenta la indicación del senador Gómez. Entonces, debemos ser prácticos. Todos estamos de acuerdo con que debe haber franja electoral para las elecciones primarias presidenciales.

En ese sentido, más que reprochar al Gobierno, quiero felicitarlo, porque además de haber elaborado un proyecto sobre primarias y haberlo perfeccionado para su buen funcionamiento, como creemos que ocurrirá, ha asentido a que estas primarias sean con franja electoral. Ello permitirá que todos los ciudadanos sepan cuáles son los precandidatos a la presidencia y puedan informarse acerca de sus proyectos y programas. En verdad, estoy muy contento de ello y felicito al ministro Larroulet, porque hubo un cambio de opinión en el Ejecutivo. Sin duda, es algo muy positivo para todos. 

¿Por qué no se hizo con un veto sustitutivo? Porque así el proyecto no alcanzaría a promulgarse para la fecha en que se necesita; es decir, fue solo por un tema práctico. De hecho, ya fue ingresado y doy fe de lo que dijo el ministro. De modo que deberemos tramitarlo en la Comisión de Gobierno Interior de manera rápida y eficiente, como lo hemos hecho con muchos proyectos de reformas políticas. Así es que no veo inconveniente para que en las elecciones primarias que se desarrollarán el 30 de junio de este año haya una franja electoral de veinte minutos, la cual comenzaría el 7 de junio y terminaría el 27 del mismo mes, para que todos los precandidatos puedan mostrar sus programas y proyectos de país.

He dicho.
El señor ELUCHANS (Presidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las observaciones del Presidente de la República en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el veto de su excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley Nº 20.568 sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones.

Hago presente se requieren 69 votos para su aprobación.

El señor SCHILLING.- Presidente, por favor, ¿puede la Mesa señalar los pareos?

El señor ELUCHANS (Presidente).- Con mucho gusto, diputado. 

El señor LANDEROS (Secretario).- Se han registrado los siguientes pareos para la presente sesión: la señora Andrea Molina con el señor Marcelo Díaz; el señor Nicolás Monckeberg con el señor Marcelo Schilling; el señor Gaspar Rivas con el señor Alberto Robles; el señor Osvaldo Andrade con el señor Leopoldo Pérez; el señor Pedro Browne con el señor Carlos Montes; el señor Jorge Burgos con la señora Karla Rubilar; el señor Cristián Campos con el señor Giovanni Calderón; el señor Aldo Cornejo con el señor Gustavo Hasbún; la señora Carolina Goic con el señor Roberto Delmastro, y la señora María José Hoffmann con la señora Cristina Girardi.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 66 votos; por la negativa, 13 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; De Urresti Longton Alfonso; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Gutiérrez Gálvez Hugo; León Ramírez Roberto; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pérez Arriagada José; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Jarpa Wevar Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Vidal Lázaro Ximena.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En virtud de lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política del Estado, corresponde que esta Cámara resuelva si insiste en el texto del proyecto aprobado por ella, para lo cual se requiere el voto favorable de los dos tercios de los diputados y diputadas presentes.

Tiene la palabra el diputado señor Becker.

El señor BECKER.- Señor Presidente, por favor, explique bien qué significa votar a favor y qué significa votar en contra.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, como hemos dicho, si la Cámara quiere insistir, tiene que alcanzar el quorum de los dos tercios de los diputados y diputadas presentes. Si no se reúnen los dos tercios, no se puede insistir en la norma vetada.

Tiene la palabra la diputada María Antonieta Saa.

La señora SAA (doña María Antonieta Saa).- Señor Presidente, hay confusión y es importante aclarar.

Le pregunto si la insistencia es sobre el artículo que está en la ley.

El señor BECKER.- ¡No!

El señor ELUCHANS (Presidente).- Es sobre el veto supresivo.

Voy a repetir. Les ruego guardar silencio, porque el asunto es bien sencillo.

En este momento, la Cámara Diputados tiene la facultad para insistir en el texto que ya fue aprobado. Para ello, requiere los dos tercios de los diputados y diputadas presentes. Si se obtiene esa votación, se estaría rechazando el veto presidencial.

Por el contrario, si no se obtienen los dos tercios, no hay quorum para insistir y no hay materia sobre la norma en cuestión.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 21 votos; por la negativa, 59 votos. Hubo 6 abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- No se alcanzó el quorum para insistir.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Espinosa Monardes Marcos; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; De Urresti Longton Alfonso; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ascencio Mansilla Gabriel; Jaramillo Becker Enrique; Lemus Aracena Luis; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Vidal Lázaro Ximena.

MODIFICACIÓN DE DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 5, DE 2003, QUE FIJA
TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LEY GENERAL
DE COOPERATIVAS (Primer trámite constitucional)

[Continuación]

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el proyecto que modifica la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8132-26).

Antecedentes:

-Los informes de las comisiones de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, y de la de Hacienda, se rindieron en la sesión 15ª de la presente legislatura, en martes 16 de abril de 2013.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Solicito la unanimidad de la Sala para conceder la palabra a los últimos cinco diputados inscritos que quedaron sin intervenir en la sesión de la mañana y, luego, proceder a su votación.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

Entonces, propongo a la Sala cerrar la lista con los cinco diputados inscritos, poner en discusión dicho proyecto en el primer lugar de la Tabla de la sesión de mañana y votarlo al final del Orden del Día.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

TÉRMINO A EXISTENCIA LEGAL DE EMPRESA DE ABASTECIMIENTO DE
ZONAS AISLADAS (Primer trámite constitucional) [Votación]

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza).

Antecedentes:

-El informe de la Comisión de Zonas Extrema fue rendido en la sesión 15ª de la presente legislatura, en martes 16 de abril de 2013.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Hago presente a la Sala que todas sus normas son propias de ley simple o común.

En votación en general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 29 votos. Hubo 8 abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Godoy Ibáñez Joaquín; Muñoz D’Albora Adriana; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 18.56 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones

VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica. (boletín N° 8895-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que se indican a continuación.

I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA

Con fecha 06 de diciembre del año 2012 se publicó en el Diario Oficial la ley N° 20.640 que estableció un sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes. Sobre la referida ley, cabe hacer presente que forma parte de la denominada “Agenda Democrática” impulsada por nuestro Gobierno, con la que se busca ampliar los mecanismos en virtud de los cuales la ciudadanía forma parte de las materias de interés público.

A la fecha, muchos de los proyectos que forman parte de esta Agenda ya han sido publicados como ley de la República. Es el caso de la ley N° 20.515, reforma constitucional que anticipó la fecha de las elecciones presidenciales y parlamentarias al “tercer domingo de noviembre del año anterior a aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones”, publicada en el Diario Oficial con fecha 4 de julio del año 2011; de la ley N° 20.568, que regula la Inscripción Automática, modifica el Servicio Electoral y Moderniza el Sistema de Votaciones, publicada en el Diario Oficial con fecha 31 de enero del año 2012; y, de la mencionada ley que establece las elecciones primarias.

Adicionalmente, se continúan tramitando en el H. Congreso Nacional algunos proyectos que también forman parte de este compromiso de nuestro Gobierno, como es el caso del proyecto de ley que simplifica los plebiscitos comunales para facilitar la participación directa de la ciudada-
nía en las decisiones de los gobiernos locales; el proyecto de ley orgánica constitucional que, en virtud del mandato establecido en el artículo 113 de la Constitución Política, establece la Elección Directa de los Consejeros Regionales; y, el proyecto de ley que perfecciona la Inscripción Automática y el sistema de votaciones, que introduce mejoras en la ley N° 18.700 orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios, la ley N° 18.556 orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, la ley N° 18.695 orgánica constitucional de Municipalidades y la ley N° 20.640 sobre Elecciones Primarias.

II. SISTEMA DE ELECCIONES PRIMARIAS

El artículo 19 N° 15 de la Constitución inciso quinto establece que “Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca dicha ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos, en esa elección, al respectivo cargo.”

Con la dictación de la ley N° 20.640, el año 2013 es el primer año en que operará el sistema de elecciones primarias al que se refiere la Carta Fundamental. Para ello, dispone la mencionada ley, el Servicio Electoral deberá organizar una elección primaria conjunta para la nominación de los candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios.

La norma también señala que las elecciones se efectuarán el vigésimo domingo anterior a las elecciones de Presidente de la República y Parlamentarios, lo que en el caso de este año será el domingo 30 de junio.

En ellas podrán participar todos los partidos políticos, de manera individual o conformando un pacto electoral y los independientes que hubiesen sido nominados por un partido político o bien, como integrantes de un pacto electoral.

Sobre la conformación del padrón electoral para estas elecciones, la ley vigente dispone que los partidos deberán informar al Servicio Electoral, junto con la declaración de candidaturas, qué norma de las que establece la ley usarán para definir el padrón, pudiendo, en términos generales, optar por incluir sólo a sus afiliados o a sus afiliados y aquellos ciudadanos independientes, sin afiliación política.

Adicionalmente, en conformidad con lo dispuesto en la Constitución, la decisión de los partidos de someterse a un proceso de elecciones primarias constituye una decisión voluntaria, pero una vez efectuado dicho proceso electoral, los resultados serán vinculantes.

III. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

Las elecciones primarias son herramientas de los partidos para definir de manera voluntaria a los candidatos que participarán de las elecciones definitivas correspondientes, involucrando la opinión de la ciudadanía en este proceso. Luego, es en la elección definitiva en donde es toda la ciudadanía la llamada a participar. Ello permite concluir que no es del todo razonable que a las primarias se les apliquen las mismas medidas que a las elecciones definitivas y en igual intensidad.

Por otra parte, la primaria es una herramienta valiosa que incorpora más participación y la posibilidad cierta de mejorar la calidad de nuestra democracia. Es por ello, que el Gobierno y el Poder Legislativo han estimado justificado que el Estado ponga a disposición de los partidos y ciudadanos la estructura necesaria para llevar a cabo una elección sin costo, a lo largo de todo el país y con todas las garantías de una elección definitiva.

Finalmente, cabe señalar que existe un nuevo sistema de inscripciones y votaciones vigente en nuestro país desde el 31 de enero del año 2012. Ahora el voto es un acto voluntario y depende, por tanto, de la decisión de cada ciudadano ejercer su derecho a sufragio. Esta circunstancia introdujo nuevos desafíos a nuestra democracia, debiéndose crear nuevos mecanismos de promoción y fomento de la participación ciudadana.

Atendidas las consideraciones expuestas precedentemente y tratándose las elecciones primarias de una materia de interés público, nuestro Gobierno propone que para las elecciones primarias que se lleven a cabo para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República aplique el mismo principio que se utiliza en las elecciones generales, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 de la ley N° 18.700 orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, estableciéndose la obligación para los canales de televisión abierta, de destinar un espacio de propaganda electoral, según los términos que se establecen en el presente proyecto de ley.

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA

El proyecto de ley propone incorporar un nuevo título a la ley N° 20.640 que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, sobre transmisión de propaganda electoral por los canales de televisión. En este sentido, el proyecto establece la obligación para los canales de televisión de libre recepción de transmitir, en forma gratuita, sólo para las elecciones primarias para la nominación al cargo de Presidente de la República y durante un periodo de 20 días, 15 minutos diarios de propaganda electoral. 

Señala además que, el horario de las transmisiones será determinado por los canales de televisión en conjunto con los partidos o pactos que participen en las primarias y, que en caso de desacuerdo, la propuesta deberá ser aprobada por el Consejo Nacional de Televisión.

Finalmente, el proyecto dispone que la distribución del tiempo sea en partes iguales para cada partido o pacto que participe.

En mérito de lo expuesto, someto a su consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.-
Agrégase el siguiente Título IV a la ley N° 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, pasando el actual a ser Título V:

“Título IV

De la transmisión de propaganda electoral por los canales de televisión

Artículo 42 bis.- En las elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República, los canales de televisión de libre recepción deberán destinar gratuitamente quince minutos diarios de sus transmisiones a propaganda electoral, los que se distribuirán en partes iguales entre los partidos o pactos que participen.


Para estos efectos, los canales de televisión determinarán, en conjunto con los partidos o pactos que participen, el horario en que se efectuarán las transmisiones. En caso de desacuerdo, la propuesta de los canales deberá ser aprobada por el Consejo Nacional de Televisión. 


La transmisión de la propaganda electoral a que se refiere el inciso anterior sólo podrá efectuarse desde el vigésimo tercero hasta el tercer día anterior al de la elección primaria.”.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ANDRÉS CHADWICK PIÑERA, Ministro del Interior 
y Seguridad Pública; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales. (boletín N° 8210-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de ley que introduce adecuaciones y modificaciones en diversos cuerpos normativos en materias relativas a la administración municipal, a fin de actualizar, perfeccionar y complementar sus disposiciones en materias de finanzas, fiscalización, transparencia y probidad, perfeccionando al efecto el rol del concejo; crea cargos en las plantas que no los consideran y modifica una serie de normas en materia de personal municipal.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

El Estado de Chile ha venido desarrollando desde hace ya un tiempo, un proceso de modernización, en el cual los principios de transparencia y probidad han sido destacados como fundamentales para un mejor y más eficiente desarrollo institucional, que promueva el fortalecimiento de la democracia en nuestra República.

Hitos legislativos relevantes en este camino, han sido la publicación, en 1999 de la Ley 
Nº 19.653, sobre Probidad Administrativa Aplicable a los órganos de la Administración del Estado, que incorporó en la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los principios de probidad, transparencia y publicidad administrativa; la Ley Nº 20.050 de 2005, que modificó la Constitución Política de la República consagrando en el nuevo artículo 8º los principios de probidad, publicidad y transparencia de la función pública. 

En la misma senda, la Ley Nº 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, modificó definitivamente la forma en que el Estado de Chile, a través de sus diversos órganos se relaciona con la ciudadanía.

Las normas mencionadas, dan cuenta de un camino sin vuelta atrás por parte de nuestro país, el cual expresa una voluntad política transversal que acoge y fomenta la transparencia y la probidad de la función pública, fortaleciendo de esta manera, nuestra democracia y sus instituciones.

En consonancia con estos importantes avances en materia de regulación de la probidad y la transparencia en la función pública, se constata la necesidad de incluir en dicho proceso a las municipalidades, que son la puerta de entrada para que las personas, especialmente las más vulnerables, accedan a servicios básicos como salud, intermediación laboral, educación, subsidios, etc. 

Por ello, al apoyar su gestión, mejorar sus capacidades profesionales y financieras y fortalecer los mecanismos de fiscalización y transparencia, contribuimos también a atender las necesidades de todos los chilenos y de manera especial, a los más carenciados. En efecto sólo cuando los municipios cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para realizar adecuadamente las tareas que les encomienda la ley, podrán ser órganos verdaderamente autónomos y constituirse en efectivos motores de desarrollo para sus respectivas comunas y sus habitantes. Por ello, el proyecto que someto a vuestra consideración aborda todas estas materias dando cuenta de un auténtico compromiso con la descentralización del país, y el fortalecimiento de la institucionalidad local.

En este contexto, se propone un proyecto de ley que, entre otros cuerpos legales, modifica la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en términos de fortalecer el rol fiscalizador del concejo y de la Contraloría General de la República; promover una mejor gestión municipal y perfeccionar el principio de transparencia y probidad en la gestión local. Este proyecto es un elemento indispensable para avanzar en la modernización municipal y en la descentralización del país y debe entenderse como un primer paso en el fortalecimiento de las administraciones locales.

A su vez, se estima que estas nuevas exigencias en materia de probidad y transparencia, van a requerir, por parte de las municipalidades, una mejora sustantiva en su gestión. Por ello, entendemos necesario mejorar las capacidades directivas y niveles de profesionalización que actualmente registran los municipios del país, en el entendido de que el fortalecimiento del capital humano es el marco esencial y necesario para una mejor y más eficiente gestión municipal, que permita mejorar la calidad de los servicios municipales a la comunidad.

En este contexto, es útil precisar, que las últimas iniciativas modernizadoras de plantas municipales, se produjeron sucesivamente en la década de los noventa, mediante la publicación, el día 16 de Diciembre de 1993, de la Ley Nº19.280 que modificó la Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y estableció normas sobre plantas municipales; y la publicación de la Ley Nº 19.602, que otorgó facultades especiales a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y creó el cargo de Administrador Municipal, entre otros aspectos relevantes.

Pese a ello, en la actualidad existe un número importante de municipios que no cuentan en sus plantas con los cargos que la propia Ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, dispone en cuanto organización interna de dichas corporaciones edilicias.

Evidentemente, dicha falencia en las plantas municipales, afecta de manera directa, la calidad de los servicios municipales, habida consideración del progresivo aumento de nuevas funciones y tareas que los municipios han debido asumir, sin la suficiente dotación de funcionarios directivos ni profesionales capacitados, para poder satisfacer las necesidades que demandan las comunidades locales.

Resulta necesario e ilustrativo indicar que, de acuerdo a los datos aportados por la Asociación Chilena de Municipalidades, actualmente, en los trescientos cuarenta y cinco (345) municipios del país, existen sólo doscientos cincuenta y ocho (258) Directores de Desarrollo Comunitario, doscientos cuarenta y dos (242) Directores de Planificación, ciento quince (115) Directores de Finanzas y ochenta y un (81) Directores de Control. En las restantes municipalidades esos cargos o bien no existen en las plantas respectivas o bien son ejercidos por funcionarios no profesionales.

En atención a los antecedentes reseñados, se propone la creación de los cargos de director de control, director de desarrollo comunitario, director de la secretaría de planificación, director de administración y finanzas, y director de la secretaría municipal.

Junto con ello, se propone asimismo, la creación de un sistema de selección para los directivos municipales, cuya administración estará a cargo del municipio respectivo, y contará con la participación del Servicio Civil; al que se ha denominado Sistema de Alta Dirección Pública Municipal. 

La Ley Nº 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, establece en su artículo 2º, la restricción al gasto máximo en personal a contrata, no pudiendo exceder éste del 20% del gasto total en personal de planta.

A su vez, el artículo 13 de la Ley Nº19.280, establece una restricción al gasto máximo en pago de honorarios, no pudiendo exceder éste del 10% del gasto total en personal de planta.

Limitaciones al gasto en personal como las reseñadas, no se condicen con la actual realidad de las municipalidades, que como ya se ha indicado, han ido progresivamente abarcando nuevas funciones, tareas y desafíos, a los que han hecho frente hasta hoy, con plantas municipales, que en su mayoría se arrastran sin modificaciones desde el año 1994.

Es evidente que dichas limitaciones no responden a los actuales estándares de una organización de servicios, sean estas del área privada o de la administración pública.

En consideración a los antecedentes aportados, resulta del todo pertinente eliminar la restricción que actualmente afecta a la contratación de personal municipal bajo la modalidad de contrata, con el objeto, por una parte, de permitir a los municipios hacer frente a las múltiples y crecientes funciones que la ley les impone, y por otra, aumentar a su vez, la tasa de profesionalización de las corporaciones edilicias que, en promedio, ostentan una tasa del 26%, lejos del 39% que exhibe la Administración Central.

En cuanto a los datos relativos al gasto que representan en la actualidad las contratas, resulta interesante detenerse en la información que arroja el Sistema Nacional de Información Municipal tomada del sitio electrónico www.sinim.gov.cl, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que nos indica que el gasto en personal bajo la modalidad de contrata para el año 2010, fue de M$77.809.515 anuales, correspondiendo al 26.03% del gasto total del personal de planta, cifra que da cuenta de la urgente necesidad de aumentar este límite y permitir así la contratación de profesionales con rentas acordes al mercado, que constituyan un verdadero aporte a la gestión municipal moderna. 

II. CONTENIDO DEL PROYECTO:


En términos generales, podemos agrupar las medidas propuestas en el presente proyecto de ley, en cinco grandes grupos o ámbitos, a saber:


1. Materias que fortalecen la labor del concejo.

Dentro de este grupo se cuentan las normas que confieren al concejal, presidente del concejo durante la subrogancia del alcalde, la capacidad de representar protocolarmente a la municipalidad.


Asimismo, se confiere a los concejales la facultad de presentar iniciativas en el concejo, en la medida que no tengan incidencia presupuestaria.


En el ámbito de las auditorías, se incorpora una norma que permite al concejo disponer la contratación de una auditoría externa cada vez que se inicia un nuevo periodo alcaldicio. 


Para facilitar la labor de los miembros del concejo, se amplían los permisos que los empleadores deben extender a sus trabajadores que desempeñan dicha función. Hoy deben autorizarlos para asistir a sesiones del pleno del concejo, proponiéndose la extensión del permiso a las sesiones de comisiones y a los cometidos que desarrollan, con un tope de días máximo al año.


Asimismo, y en el mismo sentido, se incorpora una norma que obligará a las municipalidades a dotar al concejo de los medios de apoyo suficientes para que desarrollen debida y oportunamente sus funciones y atribuciones, considerando el número de concejales de la comuna. Con el fin que esta norma tenga aplicación efectiva, se dispone que en la sesión de instalación el alcalde someta a la consideración del concejo la forma en que se implementarán estos medios de apoyo durante el cuadrienio respectivo y que el acuerdo se incorpore al Reglamento Interno del Concejo.


El proyecto de ley crea la facultad del concejo para solicitar la comparecencia de los directores de unidades municipales, con el objeto de realizar consultas y requerir información; asistencia que deberá verificarse en comisiones de concejo. 


Asimismo, se dispone un incremento en la dieta que perciben los concejales. Lo anterior, por cuanto las nuevas competencias que aquella propone para el concejo obligará a sus miembros destinar más tiempo para desarrollar dichas funciones concejiles.


2. Materias que fortalecen la probidad administrativa.


Según lo dispuesto en los artículos 40 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y 1° de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, los alcaldes tienen la calidad de funcionarios municipales. Por tanto, en esa condición les son aplicables las normas relativas a los deberes y derechos y la responsabilidad administrativa. Sin embargo, la jurisprudencia administrativa (Dictamen N° 12.282/2000), ha precisado que el ordenamiento jurídico no le ha otorgado a ninguna autoridad la potestad de aplicarle al alcalde alguna de las medidas contempladas en el aludido Estatuto y, en razón de ello, ha concluido que, por regla general, la Contraloría General de la República carece de atribuciones para determinar y hacer efectiva esa responsabilidad. Por el contrario, tratándose del resto de los funcionarios municipales, existe una autoridad con potestad sancionatoria, que es el alcalde, a quien corresponde, según lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 
Nº 18.695, aplicar las medidas disciplinarias al personal de su dependencia.


En concordancia con lo anterior, cuando Contraloría, en las investigaciones que practica y en los sumarios administrativos que instruye detecta irregularidades en las que podría tener participación una autoridad alcaldicia, se limita, en síntesis, a elaborar, respecto de ese edil, un informe, que, además de remitirse al alcalde, es puesto en conocimiento del respectivo concejo, en cumplimiento en lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley N° 18.695, a fin de que, en ejercicio de sus competencias, se restablezca el imperio del derecho. Por consiguiente, la razón por la cual la Contraloría General no instruye sumarios administrativos en contra de los alcaldes no es debido a que esos funcionarios carezcan de responsabilidad administrativa, sino a la inexistencia de una autoridad superior que sea competente para aplicar las medidas disciplinarias que, en su caso, proponga dicho organismo de control.


En función de ello, el presente proyecto de ley consagra la responsabilidad administrativa del alcalde, en términos que los Tribunales Regionales Electorales, a petición de un tercio de los concejales puedan remover al alcalde por notable abandono de sus deberes o contravención grave al principio de probidad administrativa. En caso que los hechos no reúnan la entidad suficiente para proceder a la remoción, se faculta al Tribunal Electoral Regional para que, respetando las reglas del debido proceso, pueda aplicar las sanciones administrativas, que hoy en día establece el Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales, a excepción de la remoción, a saber, censura, multa o suspensión. 


Por su parte, se precisa el concepto de notable abandono de deberes, en términos de definir que éste se configurará cada vez que se presente una trasgresión reiterada de las obligaciones que le imponen las leyes y demás normas que regulan el funcionamiento municipal, así como también en que los actos u omisiones que le sean imputables, signifiquen un grave detrimento al patrimonio municipal y afectare las actividades destinadas a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad.


Asimismo, se establece como causal de cesación del cargo de concejal el notable abandono de deberes, la que se define en los mismos términos que la del alcalde, con lo que se equiparan las responsabilidades entre el alcalde y aquellos, en sus respectivas esferas de atribuciones.


Adicionalmente, se extiende la responsabilidad del alcalde que ha sido reelegido, por posibles irregularidades acaecidas en el período anterior.


Además, y para el solo efecto de hacer efectivas las inhabilidades pertinentes, se permite perseguir la responsabilidad de alcaldes y concejales que han cesado en sus cargos, hasta seis meses después del término de su período edilicio.


La iniciativa que someto a vuestra consideración amplía las inhabilidades que afectan a los concejales a miembros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, Tribunal de Contratación Pública, Ministerio Público y Consejeros del Consejo para la Transparencia. Asimismo se establece la incompatibilidad entre el cargo de concejal y el de funcionario de la misma municipalidad o de las corporaciones en que ésta participe. Del mismo modo, se establece la inhabilidad del concejal que se encuentre vinculado con el alcalde como cónyuge, hijo, adoptado o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. 


Finalmente, en el caso del alcalde se incorpora como causal de notable abandono de deberes, el no pago oportuno y reiterado de cotizaciones previsionales correspondientes a funcionarios municipales o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1-3.063 de 1979, del Ministerio del Interior.


3. Materias que Promueven una Mayor Transparencia:


Se propone la obligación de mantener actualizado el índice de documentos declarados como reservados o secretos, en concordancia con lo dispuesto por la Ley Nº 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.


En otro orden de ideas, se establece la obligación para el alcalde que termina su período, de entrega de un acta de traspaso, con la información de su gestión y los antecedentes que anualmente se entregan en la cuenta pública, pero con la información consolidada de los últimos cuatro años.


4. Materias que Promueven Mejoras a la Gestión Municipal:


La iniciativa legal dispone asimismo, un procedimiento que permite que la ciudadanía solicite ser escuchada en concejo, para lo cual debe acompañar al menos el 1% de firmas del padrón electoral de la comuna que se trate. 


Otra materia relevante en cuanto a la gestión municipal se refiere a la necesidad de evitar dificultades en caso de vacancia del cargo de alcalde. Para ello, se acota el período de tiempo en el cual se verifica dicha situación. Así, se regula lo concerniente a la elección de alcalde en caso que se origine vacancia en dicho cargo, en consideración a que se han dado casos en que se han generado maniobras dilatorias por parte de concejales, destinadas a que la indicada sesión extraordinaria no cumpla su objetivo o se postergue indefinidamente su realización. En tal situación, la presente iniciativa propone modificar el artículo citado, disponiendo expresamente que la elección de alcalde por parte del concejo se realice en una única sesión dispuesta dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se produjo la vacante, evitándose así los retrasos o indefiniciones en resolver la situación. El texto propuesto agrega, además, una solución explícita para el caso en que la sesión extraordinaria, convocada para elegir alcalde, no pudiere realizarse. Así, se dispone que el secretario municipal convoque a una segunda sesión extraordinaria para elegir alcalde. Si la segunda sesión tampoco pudiere realizarse, y con el fin de evitar el bloqueo de concejales que podrían no asistir para así no dar el quórum requerido, se podrá realizar con el o los concejales que asistan, sin requisitos de quórum. En esta tercera eventual sesión convocada resultará elegido alcalde aquel concejal que obtenga la mayor cantidad de sufragios, no requiriéndose mayoría absoluta. En caso de producirse un empate entre dos o más concejales, se designará alcalde a aquel de los concejales empatados que hubiere obtenido mayor votación en la elección municipal respectiva. Si esta tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, será igualmente elegido alcalde aquel concejal en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de preferencias ciudadanas en la elección municipal correspondiente. La solución propuesta, viene en completar un vacío legal, que afecta de manera grave la institucionalidad municipal, la correcta gestión edilicia y la eficiente entrega de servicios a la comunidad.


En otro ámbito, el proyecto modifica el requisito actual para ser concejal correspondiente a saber leer y escribir, por el haber cursado la enseñanza media o equivalente, mismo requisito que se exige al Alcalde. Dada la pronta realización de elecciones municipales, propone una norma transitoria, que establezca este nuevo requisito a partir de las elecciones que se lleven a efecto el año 2016.


En vista de la importancia que revisten las normas de protección a los trabajadores, y en consideración a que no existe actualmente un mecanismo que permita conocer oportunamente el comportamiento de pago de los municipios respecto a las cotizaciones previsionales de sus funcionarios y de aquellos correspondientes a los servicios traspasados de salud y educación, se propone una modificación al Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante Decreto Supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en términos de crear una obligación de información semestral de la Superintendencia de Pensiones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que permita conocer el nivel de morosidad de los municipios por concepto de cotizaciones previsionales, facultando a dicha Subsecretaría a solicitar al Servicio de Tesorerías para que se abstenga de pagar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la Municipalidad no cumpla dichas obligaciones.


Cabe precisar que la modalidad de retención de las remesas por anticipo de Fondo Común Municipal, es una figura jurídica que se encuentra actualmente consagrada en la legislación municipal, especialmente en lo referente al incumplimiento de las obligaciones de envío de información financiera y diferencias en la información relativa a la recaudación de recursos que constituyen los distintos componentes del Fondo Común Municipal, siendo una efectiva herramienta para el correcto funcionamiento del sistema de financiamiento municipal. 

5. Materias que Promueven una Mayor profesionalización de la Gestión Municipal:


a. De la Creación de Cargos Directivos:


El presente proyecto de ley viene en proponer crear en todas aquellas plantas en las que a la fecha no existan los cargos de director de control, director de desarrollo comunitario, director de la secretaría de planificación, director de administración y finanzas y director de la secretaría municipal, permitiendo a las autoridades locales contar con dichos profesionales, dentro del marco de las atribuciones y funciones establecidas en la Ley Nº 18,695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


Para ello, se crea en aquellos municipios en cuyas plantas no están considerados, y por el sólo ministerio de la ley, los cargos directivos de control, administración y finanzas, secretaría de planificación, desarrollo comunitario y secretaría municipal.


Dichos cargos deberán considerarse en dos grados inmediatamente inferiores al del alcalde de la municipalidad que se trate y deberán concursarse de acuerdo al procedimiento que esta misma ley dispone.


b. Creación de un Sistema de Alta Dirección Pública Municipal:


En consideración a la relevancia que tienen los directivos municipales en la gestión de un municipio, y la importancia de observar un proceso de selección de éstos que permita reclutar a los mejores líderes, resulta necesario mejorar los procesos de selección de los directores municipales.


En efecto, consabida es la relevancia del rol de los directores en áreas estratégicas para la gestión municipal, como son, las finanzas municipales, el control interno, la generación de proyectos, o la gestión con la comunidad. La conformación de equipos de trabajo con profesionales altamente preparados, con liderazgo y visión, se hace entonces indispensable para aumentar la calidad de sus servicios. 


El presente proyecto de ley, establece, en consecuencia, un nuevo mecanismo de selección de los directivos municipales que no son de exclusiva confianza del alcalde, que será complementado mediante un Reglamento del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en todo lo que no está definido por la ley, en especial, en lo que dice relación con el rol de la comisión calificadora.


Para estos efectos, se crea el Sistema de Alta Dirección Pública Municipal cuya administración estará a cargo de cada Municipio, con intervención del Servicio Civil. 


Podrán postular a dichos cargos, quienes estén en posesión de un título de una carrera profesional de a lo menos 8 semestres, y que cumplan los demás requisitos que establezca la ley y asimismo cuenten con el perfil, y las especiales condiciones que previamente sean definidos por la comisión calificadora.

Dicha comisión calificadora estará integrada por el administrador municipal o el funcionario que para dichos efectos determine el Alcalde, un miembro del Concejo Municipal designado por éste de entre sus miembros, un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la Ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y el jefe del departamento de personal municipal, o el funcionario que cumpla dichas funciones, que sólo tendrá funciones de secretario técnico. Dicha comisión será responsable de definir el perfil del director, debiendo considerar competencias y aptitudes, así como los desafíos propios de cada cargo. El proyecto de ley establece asimismo, que los directivos seleccionados por medio del sistema que se propone, serán beneficiarios de una asignación de Alta Dirección Municipal, que formará parte de sus remuneraciones, y estarán sujetos a un convenio de desempeño, de naturaleza pública, y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el período y los objetivos de resultados a alcanzar anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento. Consideramos que estas medidas permitirán atraer a más y mejores postulantes a cargos directivos municipales, de manera de generar nuevos líderes que permitan una mejor gestión de los municipios y en definitiva una mejor prestación de servicios municipales a la comunidad. 

c. De la Modificación de Normas Sobre límite de Contratación de Personal Municipal:

En armonía con uno de los propósitos centrales del presente proyecto de ley, que pretende mejorar los índices de profesionalización de los funcionarios municipales, se dispone por una parte la eliminación de la norma que establece el límite al gasto en personal a contrata manteniendo en todo caso vigente la norma que actualmente establece un límite del gasto en personal del 35% de la estimación de los ingresos propios municipales sumados a los ingresos por concepto de participación en el Fondo Común Municipal.

Como ya se ha indicado, las normas sobre límite al gasto en personal, actualmente vigentes, resultan en nuestros días completamente ineficientes para la correcta y sana gestión municipal, más aún cuando se considera que los funcionarios contratados bajo la modalidad de contrata, son quienes suplen la deficiencia que en las plantas existe. 

En razón de lo anterior, el presente proyecto de ley, sustituye el inciso cuarto del artículo 2º de la Ley Nº 18.883 que dispone la actual restricción del 20% a la contratación de personal a contrata, por una norma que permite que hasta un 7% de los funcionarios contratados bajo la modalidad de contrata ejerza funciones directivas.

Con dicha disposición, se permite flexibilizar la actual estructura de las plantas municipales, y disponer de funciones directivas al personal a contrata.

Es preciso señalar, que esta modalidad es utilizada en la administración central, en el caso de algunos servicios públicos cuyas plantas son insuficientes para dar cuenta de las obligaciones y funciones que la ley les impone. 

Esta medida puede suponer, asimismo, una externalidad positiva adicional, cual es, el natural paso de los actuales contratados bajo la modalidad de honorarios, a la modalidad de contrata.

En efecto, en la actualidad, existe un número significativo de profesionales y técnicos, estimados en 25.000 personas, que prestan servicios a honorarios a las municipalidades del país, mediante programas sociales que los municipios elaboran y que presupuestariamente corresponden a programas de servicios comunitarios, los que por su naturaleza, no están afectos a las restricciones vigentes para la contratación de personal a honorarios ni para el gasto en personal en relación al rendimiento de los ingresos propios municipales, y que tampoco cuentan con responsabilidad administrativa.

En consideración a lo anterior, es de toda lógica suponer que al eliminarse la actual restricción al gasto en personal a contrata, las municipalidades opten por traspasar al personal que actualmente se encuentra contratado a honorarios por programas sociales, a la modalidad de contrata. Con ello, se generan beneficios tanto al municipio como al personal, en cuanto pasan a tener la calidad de funcionarios municipales afectos, en consecuencia, a responsabilidad administrativa, mejorando de esta manera la gestión municipal y el control interno. A su vez, para el personal supone una notable mejora en su calidad de vida, en especial por la estabilidad que otorga la calidad indicada y la obligada inserción en el sistema de seguridad social, en las áreas de salud y previsión.

d. Creación del Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales:

Con el objeto de mejorar el capital humano que ejerce funciones en los municipios, se crea el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 

Junto a ello, se fomenta la fidelización con la institución, manteniendo al funcionario la misma cantidad de años estudiados en funciones en la municipalidad, so pena de devolver el importe invertido por el fondo.

En consecuencia, y en mérito de lo expuesto precedentemente, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase el artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, en aquellas municipalidades cuyas plantas funcionarias no consideren en el escalafón directivo los cargos señalados en el inciso precedente, el Alcalde estará facultado para crearlos, debiendo al efecto sujetarse a las normas sobre selección directiva, que la ley dispone.


Dichos cargos, tendrán dos grados inmediatamente inferiores de aquel que le corresponde al alcalde en la municipalidad respectiva, y aquellos señalados en el artículo 47 mantendrán la calidad de exclusiva confianza.


En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse también, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente.”.


2)
Reemplázase el artículo 17, por el siguiente: 


“Artículo 17.- Las municipalidades de comunas con menos de cien mil habitantes podrán refundir en una sola unidad, dos o más funciones genéricas, cuando las necesidades y características de la comuna respectiva así lo requieran. Esta facultad no podrá ejercerse respecto de las unidades mínimas señaladas en el artículo anterior.”. 


3)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29:


a) Reemplázase, en la letra c) del inciso primero el punto y coma (;) que sigue a la palabra “disponible” por un punto seguido (.) y agrégase la siguiente oración, seguida de un punto y coma (;): “Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los actos. Si el alcalde no tomare medidas administrativas con el objeto de enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República”.


b) Sustitúyese, en el literal d) del inciso primero, la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en la letra e) del inciso primero el punto final (.) por la conjunción “y” precedida de un punto y coma (;).


d) Agrégase en el inciso primero el siguiente nuevo literal f): “f) Realizar, con la periodicidad que determine el Reglamento señalado en el artículo 92, una presentación en sesión de comisión del concejo, destinada a que sus miembros puedan formular consultas referidas al cumplimiento de las funciones que le competen.”.


e) Elimínase en el inciso final, el siguiente párrafo: “La jefatura de esta unidad se proveerá mediante concurso de oposición y antecedentes y no podrá estar vacante por más de seis meses consecutivos. Las bases del concurso y el nombramiento del funcionario que desempeñe esta jefatura requerirán de la aprobación del concejo. A dicho cargo deberán postular personas que estén en posesión de un título profesional o técnico acorde con la función.”.


4) Incorpóranse en el artículo 51 los siguientes incisos segundo y tercero nuevos: 


“Si en el ejercicio de tales facultades, la Contraloría General de la República determina la existencia de actos u omisiones de carácter ilegal, instruirá el correspondiente procedimiento disciplinario según lo dispuesto en el artículo 133 bis y siguientes de la Ley Nº 10.336 de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


Si como consecuencia de la investigación practicada, la que deberá respetar las reglas del debido proceso, dicho órgano considerase que se encuentra acreditada responsabilidad administrativa del alcalde, deberá remitir los antecedentes al concejo municipal para los efectos de la letra c) del artículo 60.”.


5) Intercálase, a continuación del artículo 51, el siguiente nuevo artículo 51 bis 


“Artículo 51 bis.- El plazo para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la correspondiente acción u omisión.


Con todo, podrá incoarse dicho procedimiento, dentro de los seis meses posteriores al término de su período edilicio, en contra del alcalde o concejal que ya hubiere cesado en su cargo, para el solo efecto de aplicar la causal de inhabilidad dispuesta en el inciso sexto del artículo 60 y el inciso segundo del artículo 77.”.


6) Incorpórase, en el artículo 55, el siguiente inciso segundo, nuevo: “Serán también puestos en conocimiento del concejo, con la periodicidad que determine el Reglamento establecido en el artículo 92, la nómina de todas aquellas solicitudes de información pública recibidas así como las respectivas respuestas entregadas por la municipalidad, que se realicen en el marco de lo dispuesto por la Ley Nº 20.285 Sobre Acceso a la Información Pública.”.


7)
Intercálase en el actual artículo 58, el siguiente inciso segundo, nuevo: “El alcalde que sea reelegido será responsable por las acciones y omisiones imputables de el o los periodos alcaldicios inmediatamente precedentes, que afecten la probidad administrativa o impliquen un notable abandono de deberes, sin perjuicio de que se aplique a su respecto, lo previsto en el artículo 51 bis.”.


8) Introdúcense en el artículo 60 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo:


“La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la Ley Nº 18.593 de los Tribunales Electorales Regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado. 


Con todo, si del mérito del proceso, no aparecieren acreditados hechos constitutivos de remoción, pero dicho órgano considerase que se encuentra acreditada responsabilidad administrativa del alcalde; previa audiencia del afectado, y respetando las reglas del debido proceso, podrá determinar la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b), y c) del artículo 120 de la Ley Nº 18.883 que aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. El procedimiento que se aplicará en dichos casos, será aquel dispuesto en los artículos 19 y siguientes de la Ley Nº 18.593 de los Tribunales Electorales Regionales.


El tribunal electoral regional competente, adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.


El mismo procedimiento descrito en los incisos anteriores, se utilizará cuando el Tribunal Electoral Regional, estime que uno o más concejales han incurrido en una contravención grave a las normas sobre probidad administrativa o en notable abandono de deberes; lo cual se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 de esta Ley.”.


b) Agrégase el siguiente nuevo inciso final: “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y demás normas que regulen el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá asimismo que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior. El alcalde deberá velar siempre por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a) Reemplázase el inciso segundo del artículo 62, por el siguiente: “La subrogación comprenderá también la representación judicial y extrajudicial de la municipalidad y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del concejo la ejercerá el concejal presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección municipal respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 107. El concejal que presida durante la subrogancia además representará protocolarmente a la municipalidad.”.


b) Intercálase en el inciso quinto, entre la preposición “en” y la palabra “sesión”, la expresión “una única”.


c) Reemplázase en el inciso quinto, el vocablo “doce” por “diez”.


d) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos: 


"En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que ésta.


Si la segunda sesión, nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria destinada a elegir alcalde se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde, aquel concejal que en ella obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquél de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva. 


Si esta tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.”.


10) Intercálase en el inciso segundo del artículo 65, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “No obstante lo expresado precedentemente, los concejales podrán someter a consideración del concejo las materias señaladas anteriormente siempre que éstas no incidan en la administración financiera del municipio.”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 67:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberán ser invitados también a esta sesión de concejo, las organizaciones comunitarias y otras relevantes de la comuna; las autoridades locales, regionales, y los parlamentarios que representen al distrito y la circunscripción a que pertenezca la comuna respectiva.”.


b) Agrégase en la letra d) entre la palabra “resumen” y la preposición “de” la frase “de las auditorías, sumarios y juicios en que la municipalidad sea parte, las resoluciones que respecto del municipio haya dictado el Consejo Para la Transparencia, y”.


c) Reemplázase en la letra f) la conjunción “y” y la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;).


d) Intercálase la siguiente letra g), pasando la actual letra g) ser letra h): “g) Los indicadores más relevantes, que den cuenta de la gestión en los servicios de educación y salud, cuando éstos sean de administración municipal, tales como el número de colegios y alumnos matriculados, los indicadores mas relevantes de los resultados obtenidos por los alumnos en las evaluaciones oficiales que se efectúen por el Ministerio de Educación, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias, los indicadores mas relevantes de salud a nivel comunal, y los indicadores más relevantes en materia de seguridad pública; y”. 


e) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser nuevo inciso quinto: “Asimismo, el alcalde deberá hacer entrega, al término de su mandato, de un Acta de Traspaso de Gestión, la que deberá consignar la información consolidada de su periodo alcaldicio, respecto de los contenidos indicados en el inciso segundo del presente artículo, así como de los contratos y concesiones vigentes.”. 


12) Sustitúyese la actual letra b) del artículo 73 por la siguiente: “b) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente;”.


13) Reemplázase el literal b) del artículo 74 por el siguiente: “b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, así como los del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; y”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 75:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: “Los cargos de concejales serán incompatibles con los de miembro de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, así como con las funciones públicas señaladas en las letras a) y b) del artículo anterior. También lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad y en las corporaciones o fundaciones en que ella participe.”.


b) Reemplázanse, en el literal a) del inciso segundo, el signo de puntuación coma (,) y la conjunción “y” que siguen al guarismo “74”, por un punto y coma (;).


c) Reemplázase, en el literal b) del inciso segundo, el punto aparte (.) por un punto y coma (;) seguido de la conjunción “y”.


d) Intercálase la siguiente letra c), nueva: “c) Los que tengan, respecto del alcalde de la misma municipalidad, la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.”.


15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 76:


a) Reemplázase en la letra c) el guarismo “cincuenta” por “veinticinco”.


b) Intercálase en el literal f), a continuación de la palabra “administrativa”, precedida de una coma (,) la frase “en notable abandono de deberes,”. 


16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 77:


a) Intercálase a continuación de la palabra “requerimiento”, la expresión “según corresponda, del alcalde o”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo: “Al concejal que fuere removido de su cargo por la causal prevista en la letra f) del artículo precedente le será aplicable la inhabilidad establecida en el artículo 60.”.


17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:


a) Agrégase en la letra b), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración, seguida de un punto y coma (;): “Los concejales presentes en la votación respectiva deberán expresar su voluntad favorable o adversa a las materias sometidas a aprobación del concejo, a menos que le asista alguna causa legal para inhabilitarse o abstenerse de emitir su voto, debiendo incorporarse en el acta dicha causal de inhabilidad o abstención.”.


b) Agrégase en la letra l), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración, seguida de un punto y coma (;): “En el ejercicio de su función fiscalizadora, el concejo podrá citar a cualquier director municipal para que asista a sesiones de concejo con el objeto de formularle preguntas y requerir información en relación con materias propias de su dirección. Mediante el reglamento de funcionamiento del concejo, se establecerá el quórum, procedimiento y demás normas necesarias para regular estas citaciones;”.


18) Agrégase, en el inciso tercero del artículo 80, la oración final, nueva, siguiente: “No obstante lo anteriormente señalado, el concejo podrá disponer de la contratación de una auditoría externa que evalúe el estado de situación financiera del municipio, cada vez que se inicie un periodo alcaldicio. Aquella deberá acordarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la instalación del concejo a que se refiere el inciso primero del artículo 83, y el alcalde requerirá también el acuerdo del concejo para adjudicar dicha auditoría.”. 


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 86:


a) Reemplázase en su inciso tercero la frase “al alcalde” por “a quien presida la sesión”.


b) Agrégase el siguiente nuevo inciso final: “Los alcaldes no serán considerados para el cálculo del quórum exigido para que el concejo pueda sesionar, pero sí en aquel requerido para adoptar acuerdos.”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:


a) Reemplázase en el inciso primero los guarismos “seis” y “doce” por “siete coma tres” y “catorce coma siete”, respectivamente. 


b) Sustitúyese, en el inciso sexto el guarismo “seis” por “siete coma tres”.


21) Sustitúyese el inciso primero del artículo 90, por el siguiente: “Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de concejal, deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a todas las sesiones del concejo y de las comisiones de trabajo que éste constituya, hasta por ocho horas semanales, no acumulables. Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del Secretario Municipal.”.


22) Incorpórase, a continuación del artículo 92, el siguiente nuevo artículo 92 bis: 


“Artículo 92 bis.- Cada municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, deberá dotar al concejo municipal de los medios de apoyo útiles y apropiados para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de concejales de la municipalidad. 


Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 83, el alcalde someterá a la aprobación del concejo los medios a usar durante el período respectivo, debiendo este acuerdo formar parte del Reglamento Interno a que hace alusión el artículo 92, y ser publicado en la página web de la municipalidad, en concordancia con lo establecido en los artículos 2° y 7° de la Ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”. 


23) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 94, la palabra “marzo” por “mayo”.


24) Intercálase en el artículo 98 el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero: “Con todo, las personas que deseen ser escuchadas en sesión de concejo, podrán solicitar ser incluidas en la tabla que para dichos efectos elabore el Secretario Municipal. Para ello, deberán presentar formalmente su petición, la cual necesariamente deberá mencionar la materia de que se trata y acompañarse de las firmas e individualizaciones correspondientes, al menos al 1% del padrón electoral vigente de la comuna.”.


25) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 107, a continuación de la coma que sigue a la expresión “señalado” la siguiente frase “el alcalde conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones de concejo con derecho a voz y voto, sin embargo”.


Artículo 2º.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.883, que aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:


1) Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 2º, por el que sigue: “El gasto máximo en personal se sujetará al límite establecido en el artículo 1º de la Ley Nº 18.294. Sujeto a dicho límite, el alcalde podrá, de manera excepcional, determinar que un porcentaje que no supere el siete por ciento del total de las contratas, con un mínimo de un funcionario, desempeñe funciones directivas. Con todo, en aquellas municipalidades con plantas de menos de veinte cargos, podrán contratarse bajo la modalidad de contrata hasta un total de cuatro funcionarios incluidos aquellos designados para desempeñar funciones directivas.”.


2) Sustitúyese en el inciso final del artículo 118, la mención al “artículo 76, letra b)”, por “al artículo 60”.


Artículo 3º.- Incorpórase al Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante Decreto Supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, a continuación del artículo 60, el siguiente nuevo artículo 60 bis:


“Artículo 60 bis: Con el objeto de asegurar el oportuno pago de las cotizaciones previsionales, la Superintendencia de Pensiones deberá informar trimestralmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, respecto de las cotizaciones previsionales impagas que las municipalidades y corporaciones municipales mantengan respecto de los funcionarios municipales y trabajadores de los servicios de las áreas de educación y salud, traspasados a ellas en virtud de lo dispuesto en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.


Sobre la base de la información remitida por la Superintendencia de Pensiones, y cuando se observaren retrasos por parte de las municipalidades en el pago de cotizaciones previsionales, dicha Subsecretaría solicitará al Servicio de Tesorerías, se abstenga de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación señalada. El Servicio de Tesorerías previo a resolver notificará al municipio respectivo, el que tendrá 15 días para presentar sus descargos.”.


Artículo 4°.- Establécese el siguiente procedimiento de selección directiva para proveer los cargos indicados en el inciso primero del artículo 16 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que no tengan la calidad de exclusiva confianza del alcalde.


La provisión de cargos se efectuará a través de concursos de selección públicos abiertos y de amplia difusión.


Existirá una comisión calificadora que estará integrada por el administrador municipal o quien nombre para dichos efectos el alcalde, un representante del concejo municipal elegido por el propio concejo de entre sus miembros, un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la Ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por dicho órgano colegiado; y el jefe del departamento de personal municipal o el funcionario que cumpla dichas funciones, quien actuará como secretario técnico.


La comisión calificadora deberá definir el perfil profesional, considerando las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. 


Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquier postulante una relación de parentesco hasta el tercero grado de consanguinidad y segundo por afinidad inclusive. 


Al concurso público que se efectúe mediante este sistema de selección, podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, y que cumplan con el perfil y condiciones especiales que se determinen previamente por la Comisión. 


Cuando una misma municipalidad deba concursar más de un cargo directivo, se constituirá una única comisión calificadora a cargo del proceso. 


Artículo 5°.- La administración de este proceso corresponderá y será de cargo de cada municipalidad de conformidad con los criterios que determine el Reglamento.


Para estos efectos el respectivo municipio convocará a un concurso de selección público, abierto, que se comunicará a través de su sitio electrónico institucional y en un diario de circulación nacional. Aquellas municipalidades que no cuenten con dicho sitio electrónico deberán efectuar dicha comunicación a través del sitio electrónico correspondiente a dicha Subsecretaría. 


En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.


En la misma fecha de la publicación antes mencionada, las convocatorias serán comunicadas a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo con el fin de ser ingresadas en un registro público que dicha Subsecretaría administrará para apoyar la difusión de los concursos. 


Artículo 6°.- Los cargos directivos municipales señalados en el inciso primero del artículo 16 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, serán nombrados por el alcalde entre cualquiera de quienes integren la terna propuesta por la comisión calificadora, y se informará al concejo del resultado del concurso, en la sesión que siga al nombramiento.


Los nombramientos tendrán una duración de cinco años al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, al que podrá postular el titular del cargo en ejercicio. El alcalde velará que estos concursos se realicen con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.


Si el directivo municipal renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el alcalde podrá designar a otro de los integrantes de la terna presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.


Artículo 7°.- Existirán convenios de desempeño que deberán suscribir los directivos municipales que ejerzan los cargos indicados en el inciso primero del artículo 16 de la Ley 
Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño.


Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, el directivo municipal suscribirá el convenio de desempeño con la municipalidad respectiva.


Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el período y los objetivos de resultados a alcanzar en dicho período, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento y falta. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio, previo acuerdo del concejo municipal.


Artículo 8°.- Cada director municipal, afecto a este sistema, deberá informar anualmente al alcalde el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos contenidos en el respectivo convenio de desempeño. 


Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales.


Artículo 9°.- El alcalde constatará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el respectivo convenio de desempeño. Cuando aquel sea insuficiente de acuerdo a los mínimos establecidos el alcalde podrá pedir la renuncia anticipada del director municipal. En estos casos se deberá realizar un nuevo concurso. Tratándose del Director de Control, esta decisión requerirá del acuerdo del Concejo Municipal.


Artículo 10.- En caso de que sea necesario reemplazar al director municipal, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.


Artículo 11.- Los directores municipales que fueren seleccionados mediante el procedimiento establecido en los artículos 4° y siguientes de esta ley, gozarán de una asignación de dirección municipal, que será de cargo municipal.


Esta asignación formará parte de las remuneraciones del director municipal para todos los efectos, y será determinada por cada municipalidad en base al grado de cumplimiento del respectivo convenio de desempeño mediante un reglamento interno, para cuya aprobación, el alcalde requerirá del acuerdo de concejo. En ningún caso la suma de las remuneraciones y asignaciones que corresponda percibir al directivo municipal, incluida aquella que se devengue con motivo del total cumplimiento del convenio de desempeño, podrá exceder de la que corresponde al alcalde de la municipalidad respectiva con todas sus asignaciones.


Artículo 12.- Un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, regulará el procedimiento de selección de Directivos Municipales previsto en los artículos 4° y siguientes, y de evaluación de éstos, en todo lo que no ha sido definido en los artículos anteriores y que resulte necesario para el correcto funcionamiento del mismo.


En especial deberá regular las directrices del sistema de selección, los principios que lo regulen, la actividad y funcionamiento de las comisiones calificadoras, en cuanto a las actividades previas a su funcionamiento, el rol de cada uno de sus integrantes, las actividades obligatorias que deben realizar en el ejercicio de sus funciones, los documentos necesarios con que deberán contar y las reglas generales de evaluación.


Artículo 13.- El cargo de Director de Obras Municipales, en aquellas municipalidades en que el respectivo Decreto con Fuerza de Ley que establece la Planta Municipal lo considere, se proveerá y ejercerá de acuerdo al procedimiento y demás condiciones establecidas en los artículos 4° y siguientes de esta ley, y en tal caso dicho cargo tendrá dos grados inmediatamente inferiores a aquel que le corresponde al alcalde en la municipalidad respectiva, modificándose en consecuencia, y de pleno derecho, los decretos con fuerza de ley en que establecen las plantas de personal municipal de cada una de ellas.


Artículo 14.- Créase el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y que será administrado por el Directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de esa Subsecretaría; destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 


El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.


Con cargo a este Fondo se financiarán becas para cursar estudios conducentes a la obtención de un título técnico, diplomado o postítulo, cuyos contenidos estén directamente relacionados con materias afines a la gestión y funciones propias de las municipalidades. 


La determinación de las acciones formativas a través de las becas referidas, se desarrollará a través de una convocatoria que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realizará a las Universidades o Institutos Profesionales del Estado o reconocidos por éste, que ejecuten dichas acciones para que presenten los respectivos programas, los que serán evaluados y seleccionados por dicha Subsecretaría, conforme a los criterios especificados en la convocatoria respectiva. 


Artículo 15.- Los beneficios que se otorgue a cada becario conforme a lo señalado en el artículo anterior consistirán en un monto equivalente al costo total o parcial de arancel y matrícula del programa de formación correspondiente y una asignación mensual de manutención por un máximo de trece Unidades Tributarias de Mensuales por el período correspondiente a la beca con un máximo de dos años.


Cualquier gasto que exceda los montos de los beneficios señalados en la convocatoria respectiva o que diga relación a conceptos distintos a los señalados precedentemente, serán de cargo del beneficiario.


Artículo 16.- Los requisitos mínimos de postulación para ser beneficiario de lo dispuesto en los artículos 14 y 15 serán:


a) Ser funcionario de planta o contrata, con al menos cinco años de antigüedad en la municipalidad inmediatamente anteriores al momento de la postulación. 

b) No haber sido sancionados con medida disciplinaria, en los últimos cuatro años o estar sometido, al momento de la postulación, a sumario administrativo o investigación sumaria, en calidad de inculpado.


c) No encontrarse al momento de la postulación, formalizado en un proceso penal.


d) Tampoco podrán acceder aquellos funcionarios que a la fecha de postulación, mantuvieren deudas con la municipalidad o con instituciones públicas derivadas del otorgamiento de becas.


Artículo 17.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para exigir a los beneficiarios la restitución de la totalidad de los beneficios económicos entregados respecto de quienes sean eliminados, suspendan o abandonen sus estudios sin causa justificada y calificada por dicha Subsecretaría. La restitución referida se exigirá también en el caso de quienes no cumplan con las obligaciones inherentes a su condición de beneficiario establecidas en el reglamento correspondiente o hayan alterado sus antecedentes o informes. Asimismo, estos beneficiarios no podrán postular o participar en nuevas convocatorias que otorguen beneficios de formación establecidos en el reglamento. 


El becario tendrá como obligación aprobar en tiempo y forma el programa de formación del que participe, sin perjuicio de quedar liberado de esta obligación en caso de fuerza mayor o caso fortuito o cualquier otra circunstancia calificada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo como justificación suficiente.


Una vez seleccionado el beneficiario, deberá suscribir con la municipalidad y con dicha Subsecretaría, un convenio ante notario público en el que se establecerán, al menos, las siguientes menciones: beneficios que corresponden al becario, compromisos y obligaciones de aquel, plazo de vigencia del convenio; duración del programa de estudios, la obligación del becario de permanecer prestando sus servicios en su municipalidad de origen una vez finalizados sus estudios, al menos, por idéntico tiempo al de la duración del programa de estudio y la obligación del becario, de restituir todos los gastos en que se hubiere incurrido con ocasión de la beca, en el caso de que perdiere la calidad de alumno regular. 


Al momento de suscribir el convenio, el becario deberá presentar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo una póliza de seguro de responsabilidad personal, de conformidad a las normas dispuestas por la Ley Nº 10.336, con el objeto de garantizar las obligaciones señaladas en el inciso precedente.


El otorgamiento del beneficio que establecen los artículos anteriores será incompatible con cualquier otra beca con financiamiento del sector público. 


Artículo 18.- Un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministerio de Hacienda, determinará las condiciones de financiamiento, las áreas de estudio financiables, las acciones que se beneficiarán de estos recursos, los tipos de beneficios, la forma de administrar el fondo, las condiciones especiales de la caución a que se obliga el beneficiario, y las demás materias que hagan operativo dicho fondo concursable.


Artículo 19.- Las municipalidades elaborarán un plan anual que deberá presentarse al concejo junto con el presupuesto municipal, en el que se definirán, entre otros aspectos, las áreas prioritarias de estudio financiables por esta vía, los criterios de selección de los postulantes, y las condiciones que permitan el acceso igualitario de sus funcionarios a este beneficio.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.-
 Lo dispuesto en el numeral 12) del artículo 1º de la presente ley regirá a contar de las elecciones municipales que se verificarán en el año 2016. 

Artículo Segundo.- En aquellas municipalidades en cuyas plantas ya existan los cargos directivos señalados en el inciso primero del artículo 16 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, se mantendrán los grados que a cada uno corresponde, o podrán concursarse de acuerdo al Procedimiento de selección establecido en los artículos que siguen.

Artículo Tercero.- La provisión de los cargos directivos de acuerdo al Sistema de Alta Dirección Pública Municipal dispuesto por los artículos 4° y siguientes, para los cargos que actualmente estén siendo servidos por directivos con nombramiento anterior a la fecha de publicación de esta ley, se sujetarán a las siguientes reglas:


a) Durante el segundo año de vigencia de la presente ley, se deberá convocar a concurso para renovar aquellos directivos que han servido el cargo desde hace más de veinte años al 31 de diciembre de 2012.


b) Durante el tercer año de vigencia de la presente ley, se deberá convocar a concurso para renovar aquellos directivos que han servido el cargo entre quince y diecinueve años al 31 de diciembre de 2012.


c) Durante el cuarto año de vigencia de la presente ley, se deberá convocar a concurso para renovar aquellos directivos que han servido el cargo por menos de quince años al 31 de diciembre de 2012.


Los directivos a que se refieren los literales a), b) y c) precedentes, que no concursen o que, habiéndolo hecho, no sean nuevamente designados en sus respectivos cargos, cesarán en sus funciones al 31 de diciembre de los años 2013, 2014 y 2016, respectivamente.


Artículo Cuarto.- Los directivos a que se refiere el artículo anterior, que no postulen al cargo o que haciéndolo no sean elegidos, tendrán derecho a una indemnización de cargo municipal por el tiempo efectivamente servido en la respectiva municipalidad de un mes por cada año de servicio de su última remuneración, o fracción superior a seis meses, con un máximo de 11 meses. 


Excepcionalmente aquellos funcionarios que encontrándose en la situación señalada en el inciso precedente, y que a la fecha del llamado a concurso tengan cincuenta y cinco años o más siendo mujer, o sesenta años o más siendo hombre, podrán optar a la indemnización indicada, o bien, permanecer en un cargo de planta en extinción de la misma municipalidad hasta cumplir la edad de jubilación, con igual remuneración y grado que el cargo que servían, observando en este último caso, las normas sobre límite al gasto en personal.


Artículo Quinto.- La disposición del artículo 13 de esta ley sólo será aplicable una vez que los funcionarios que actualmente ocupan dichos cargos, en calidad de titulares, cesen en ellos por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 144 de la ley Nº18.883 Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, produciéndose en tal época la modificación del respectivo Decreto con Fuerza de Ley que establece la Planta Municipal. 


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; RODRIGO HINZPETER KIRBERG, Ministro del Interior y Seguridad Pública; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; EVELYN MATTHEI FORNET, Ministra del Trabajo y Previsión Social”.
Informe Financiero

Indicación al Proyecto de Ley que Perfecciona el Rol Fiscalizador del

Concejo; Fortalece la Transparencia y Probidad en las Municipalidades;

Crea cargos y Modifica Normas sobre Personal y Finanzas Municipales

(Boletín 8210-06)

Mensaje N°454-359
I. Antecedentes


La indicación modifica y crea distintos artículos en el proyecto de ley en comento. Entre los principales contenidos se destaca la entrada en vigencia del Sistema de Alta Dirección Municipal a partir del año de publicación de la Ley. Sobre este aspecto, precisa que dicho sistema entra a operar cuando se declara vacancia de los cargos aludidos. A su vez, establece en calidad de adscrito a la unidad de desarrollo comunitario de un encargado de emergencias y protección civil. Junto a lo anterior, precisa el régimen de incompatibilidad del cargo de Concejal y Alcalde y establece como requisito Licencia media o equivalente para postular a Concejal a partir del año 2020.

II. Efecto de las Indicaciones en el Presupuesto del Gobierno Central


La indicación en comento no implicará mayores costos fiscales según lo establecido en el Informe Financiero N°23 del año 2012.


(Fdo.): GUILLERMO PATTILLO ALVAREZ, Director de Presupuestos (S)”.
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8210-06
	Perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8874-05
	Introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5. Oficio del Senado.

“Valparaíso, 16 de abril de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, tomó conocimiento del rechazo de esa Honorable Cámara a una de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados, correspondiente a los Boletines Nos 5.917-18 y 7.007-18, refundidos, y del nombre de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


Al respecto, el Senado acordó que los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.675, de 11 de abril de 2013.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

6. Certificado de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización.

“Valparaíso, 16 de abril de 2013.


El Secretario de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización que suscribe, certifica:

Que, con fecha 15 de abril en curso, S.E.el Presidente de la República formuló una observación al proyecto de ley, que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley 
N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín N° 8819-06), que, también, calificó de “Discusión Inmediata” para este trámite.

La Comisión contó con la asistencia y participación del Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; la Asesora Legislativa de SEGPRES, señorita Ana María Muñoz; y el Asesor señor Claudio Radonich.

-o-


Cabe hacer presente que la citada observación tiene por propósito eliminar del texto aprobado por el Congreso el numeral 3) de su artículo 2°, disposición que tuvo su origen en el Senado, particularmente en una indicación presentada por el H. Senador Gómez, que propone modificar el artículo 31 de la ley N°18.700, en términos de introducir, a su inciso primero, una frase que hace obligatoria, en el caso de primarias presidenciales, para los canales de televisión de libre recepción, destinar, en forma gratuita, diariamente un espacio para propaganda electoral, en la forma que indica.

-o-


S.E. el Presidente de la República veta tal disposición basado, principalmente, en:

1) Que las elecciones primarias tienen por objeto la nominación de candidatos de partidos o pactos para que los representen en las elecciones generales; en cambio, en estas últimas los votantes, deciden quiénes los representarán en la toma de decisiones públicas.

2) Que la transmisión gratuita de propaganda electoral resulta fundamental para los procesos electorales (de Presidente y parlamentarias), en atención a que se funda en un motivo de interés general. Por su parte, las primarias son actos electorales voluntarios, por esencia, no correspondiendo, en consecuencia, a procesos generales como los ya señalados.

3) Finalmente, el Ejecutivo hace notar dos inconsistencias en la norma que observa:

a) la duración de la franja propuesta que la extiende hasta el día anterior a la elección; en tanto, en aquella vigente para las elecciones generales es hasta el tercer día anterior a su realización.

b) hace exigible transmitir dos minutos por precandidato presidencial, sin fijar un límite; de tal suerte que, de darse el supuesto de que fueran muchos los participantes, se haría más gravosa para los canales de televisión dicha carga.

-o-


Cabe señalar que el Ministro señor Larroulet se comprometió a presentar, a más tardar el día de mañana, con trámite de “suma urgencia”, un proyecto de ley que regulará debidamente la existencia de una franja electoral televisiva para las primarias presidenciales.

-o-


La Comisión acordó, con los votos de los señores Auth, don Pepe (reemplaza a Campos, don Cristián); Becker, don Germán (Pdte.); Browne, don Pedro; Cerda, don Eduardo; Farías, don Ramón; y, Ojeda, don Sergio; recomendar la aprobación del veto presidencial, designando diputado informante al señor BECKER, don Germán.

-o-


De conformidad a lo dispuesto por el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental, atendido el carácter orgánico constitucional de la norma en referencia, se requerirá para su aprobación, modificación o derogación de las 4/7 partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, disposición que el Tribunal Constitucional ha hecho extensiva a los vetos presidenciales. 


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2013.


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.
7. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 1 de abril de 2013.


Oficio N° 8.443


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 1 de abril en curso, en el proceso Rol N° 2402-13, sobre acción inaplicabilidad por inconstitucionalidad deducida ante este Tribunal por Félix Hojas Ubilla respecto del artículo 207, letra b), del DFL N° 1-209, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones en causa seguida ante el Juzgado de Policía Local de Concón, bajo el Rol N° 3298-12. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE 
OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ

VALPARAÍSO”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.





